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SUMILLA: Se SUSPENDE provisionalmente el recurso de apelación presentado 
por los señores Nora Yulissa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la 
empresa Inversión Amazónico Menja E.I.R.L., contra la Resolución 
Nº 1708-2017-OEFAIDFSAI del 22 de diciembre de 2017, hasta que culmine el 
proceso contencioso administrativo sobre la impugnación de la Resolución Nº 
073-2015-OEFAITFA-SEM del 24 de noviembre del 2015 (Expediente Nº 06892-
2017-0-1801-JR-CA-07). 

Lima, 7 de agosto de 2018 

l. ANTECEDENTES 

1. A través del Informe Técnico Acusatorio Nº 0227-2013-OEFA/DS del 31 de julio 
de 2013 (en adelante, ITA)2, la Dirección de Supervisión (en adelante, DS) informó 
que realizó una supervisión documental a los señores Paul Mario Mendoza, María 
Jancco Jancco y la empresa Inversión Amazónico Menja E.I.R.L. 

El 21 de diciembre de 2017 se publicó en el diario oficial El Peruano, el Decreto Supremo Nº 013-2017-MINAM 
mediante el cual se aprobó el nuevo Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA y se r:'erogó el ROF del OEFA aprobado por el Decreto Supremo Nº 
022-2009-MINAM. Cabe señalar que el procedimiento administrativo sancionador seguido en el Expediente Nº 
467-2013-OEFA/DFSAI/PAS fue iniciado durante la vigencia del ROF de OEFA que fue aprobado mediante el 
Decreto Supremo Nº 022-2009-MINAM, en virtud del cual la Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación de 
Incentivos (DFSAI) es órgano de línea encargado de dirigir, coordinar y controlar el proceso de fiscalización, 
sanción y aplicación de incentivos; sin embargo, a partir de la modificación del ROF, su denominación es la 
Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos (DFAI). 

Folios 1 al 116. 



2. Como consecuencia de la referida supervisión, la OS recomendó a la Dirección de 
Fiscalización, Sanción y Aplicación de Incentivos del OEFA (en adelante, DFSAI), 
el inicio de un procedimiento administrativo sancionador contra los señores Paul 
Mario Mendoza, María Jancco Jancco y la empresa Inversión Amazónico Menja 
E.I.R.L., por la presunta infracción a la normativa ambiental. 

3. Por medio de la Resolución Subdirectora! Nº 682-2013-OEFA/DFSAI/SDI del 19 
de agosto de 20133 (en adelante, Resolución Subdirectora!), la Subdirección de 
Instrucción e Investigación (en adelante, SDI) de la DFSAI , dispuso el inicio de un 
procedimiento administrativo sancionador contra los señores Paul Mario Mendoza, 
María Jancco Jancco y Nora Yulisa Mendoza Jancco, la empresa Inversión 
Amazónico Menja E.I.R.L. (en adelante, Inversión Amazónico Menja) , la 
Sociedad Minera de Responsabilidad Limitada Gamaliel II y Sociedad Minera de 
Responsabilidad Limitada Jemima Angie. 

4. Mediante la Resolución Directora! Nº 573-2015-OEFA/OFSAl4, la DFSAI declaró 
que los señores Nora Yulisa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la 
empresa Inversión Amazónico Menja E.I.R.L. , conforman un grupo económico que 
pertenece al estrato de la mediana y gran minería5. 

5. Posteriormente, a través de la Resolución Nº 073-2015-OEF A/TFA-SEM6 del 7 de 
abril de 2015, la Sala Especializada en Minería del Tribunal de Fiscalización 
Ambiental , confirmó la Resolución Directora! Nº 573-2015-OEFA/DFSAI. 

6. Que, en razón del inicio de un proceso contencioso administrativo, la Resolución 
Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM viene siendo evaluada en el Poder Judicial bajo el 

Folios 117 al 124. Cabe indicar que dicha resolución fue notificada a los administrados en las siguiente~ fechas : 

Administrado Fecha de notificación 
María Jancco Jancco 27 .08 .2013 
Nora Yulisa Mendoza Jancco 27 .08.2013 
Paul Mario Mendoza 27.08 .2013 
Inversión Amazónico Menia E.I.R.L. 18.02.2014 
S.M.R.L. Gamaliel 11 22 .01 .2014 
S.M.R.L. Jemima An¡¡ie 27.08 .2013 

Folios 411 al 421. 

Asimismo, se debe señalar que mediante la Resolución Directora! Nº 573-2015-OEFA/DFSAI , se archivó el 
procedimiento administrativo sancionador iniciado contra la señora María Jancco y las Sociedades Mineras de 
Responsabilidad Limitada Gamaliel II y Jemima Angie . 

Artículo 3º. - Archivar el presente procedimiento administrativo sancionador en el extremo referido a 
las sociedades mineras de responsabilidad limitada S.M.R.L. Gamaliel 11 y S.M.R.L. Jemima Angie, 
toda vez que a la fecha de emisión de la presente resolución sus únicos derechos se encuentran 
extinguidos. 

Artículo 4º. - Archivar el presente procedimiento administrativo sancionador en el extremo referido a 
la señora María Jancco Jancco al no haberse acreditado que integre el grupo económico conformado 
por los señores Nora Yulisa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa Inversión 
Amazónico Menja E.I.R.L. 

Folios 454 al 467. 
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Expediente Nº 06892-2017-0-1801-JR .. CA-07 del 7° Juzgado Permanente en lo 
Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Lima7

. 

7. Luego de evaluar los descargos presentados por el grupo económico 
mencionado8

, la SOi emitió el Informe Final de Instrucción Nº 1308-2017-
0EFA/DFSAI/SOI9 del 29 de noviembre de 2017 (en adelante, Informe Final de 
Instrucción), respecto del cual los señores Paul Mendoza y Nora Mendoza 
presentó sus descargos el 15 de diciembre de 201710. 

8. Mediante la Resolución Directora! Nº 1708-2017-0EFA/DFSAl11 del 22 de 

7 

IU 

11 

12 

diciembre de 2017, la DFSAI sancionó al grupo económico conformado por la 
señora Nora Yulisa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa 
Inversión Amazónico Menja E.I.R.L., con una multa de 269.73 UIT, por la comisión 
de la siguiente conducta infractora: 

Conducta Infractora 

Desarrollar actividades 
de mediana y gran 
minería sin contar con la 
certificación ambiental 
respectiva. 

Cuadro Nº 1: Detalle de la infracción 

Normas Sustantivas Norma Tipificadora 

Inciso 2) del artículo 7" del Reglamento 
para la Protección Ambiental en la 
Actividad Minero-Metalúrgica, 
aprobado por el Decreto Supremo 
Nº 016-93-EM12 (en adelante, 
RPAAMM), en concordancia con el 
artículo 3º de la Ley Nº 27<146, Ley 
Sistema Nacional de Evaluación del 
Impacto Ambiental 13 y el artículo 15º 
del Reglamento de la Ley Nº 27446, 
a robado or el Decreto Su remo Nº 

Numeral 2.1 del Rubro 2 del Cuadro 
de Tipificación de Infracciones 
Ambientales y Escala de Multas y 
Sanciones aplicables a la Gran y 
Mediana Minería respecto de 
Labores de Explotación, Beneficio, 
'Transporte y Almacenamiento de 
Concentrados de Minerales, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 

Ver expediente relacionado: Expediente Nº 00362-2016-0-1001-JR-Cl-03 del 3º Juzgado Civil de Cusca. 

Presentados el 18 de septiembre de 2013 poí la señora Nora Mendoza (folios 164 al 181) y Paul Mendoza 
presentaron sus descargos (folios 182 al 197). 

Folios 509 al 57 4. Notificado a los señores Nora Mendoza y Paul Mendoza el día 29 de noviembre 2017 y 
notificado a la empresa Inversión Amazónico Menja E.I.R.L. el día 5 de diciembre de 2017. 

Folios 486 al 489. 

Folios 576 al 588. 

Decreto Supremo Nº 016-93-EM, que aprueba el Reglamento para la Protección Ambiental en la Actividad 
Minero-Metalúrgica, publicado en el diario oficial El Peruano, 2 de abril de 2008. 
Artículo 6º.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 255º de la Ley, es obligación del titular poner en marcha 
y mantener programas de previsión y control contenidos en el Estudio de Impacto Ambiental y/o Programas de 
Adecuación y Manejo Ambiental, basados en sistemas adecuados de muestreo, análisis químicos, físicos y 
mecánicos, que permitan evaluar y controlar en forma representativa los efluentes o residuos líquidos y sólidos, 
las emisiones gaseosas, los ruidos y otros que puedan generar su actividad, por cualquiera de sus procesos 
cuando estos pudieran tener un efecto negativo sobre el medio ambiente. Dichos programas de control deberán 
mantenerse actualizados, consignándose en ellos la información referida al tipo y volumen de los efluentes o 
residuos y las concentraciones de las sustancias contenidas en estos.( ... ). 

Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental, publicado en el diario oficial 
El Peruano, 23 de abril de 2001. 
Artículo 3.- Obligatoriedad de la certificación ambiental 
A partir de la entrada en vigencia del Reglamento de la prese11te Ley, no podrá iniciarse la ejecución de proyectos 
incluidos en el artículo anterior y ninguna autoridad nacional, sectori'll, regional o local podrá aprobarlas, 
autorizarlas, permitirlas, concede:rlas o habilitarlas si no cuentan previamente con la certificación ambiental 
contenida en la Resolución expedida por la respectiva autoridad competente. 

3 



Conducta Infractora Normas Sustantivas 

019-2008-fJ1INAM14 (en 
Reglamento aprobado 
Decreto Supremo Nº 
MINA.MI . .. 

Fuente: Resoluc,on Directoral Nº 1708-2017-OEFA/OFSAI 
Elaboración: TFA 

adelante, 
por el 

019-2009-

Norma Tipificadora 

007-2012-MINAM 15 (en adelante , 
Decreto Supremo Nº 007-2012-
MINAM). 

9. Asimismo, por medio de la Resolución Directora! N° 1708-2017-OEFA/DFSAI , la 
DFSAI ordenó al grupo económico conformado por la señora Nora Yulisa 
Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quisr,e y la empresa Inversión Amazónico 
Menja E.I.R.L. el cumplimiento de la siguiente medida correctiva: 

14 

15 

Decreto Supremo Nº 019-2009-llr.lNAM, Reglamento de la Le!, Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental , publicado en el diario oficial El Peruano, 25 de setiembre de 2009. 
Artículo 15.- Obligatoriedad de la Certificación Ambiental 
Toda personal natural o jurídica, df: derech ) público o privado, nacional o extranjera , que pretenda desarrollar 
un proyecto de inversión susceptible de generar impactos ;:imb!entales negativos de carácter significativo, que 
estén relacionados con los criterios de protección ambiental establecidos en el Anexo V del presente Reglamento 
y los mandatos señalados en el Título ll, debe gestionar una Certificación Ambiental ante la Autoridad 
Competente que corresponda, de aC11erdo con la no,rnatividad vigente y lo dispuesto en el presente Reglamento. 
Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, como resultado del proceso de evaluación de impacto 
ambiental, la Autoridad Competente aprobará o desaprobará el instrumento de gestión ambiental o estudio 
ambiental sometido a su consideración, entendiéndose cuando la Resolución emitida sea aprobatoria, que ésta 
constituye la Certificación Ambiental. La desaprobación, improcedencia, inadmisibilidad o cualquier otra causa 
que implique la no obtención o la pérdida de la Certificación Ambiental , implica la imposibilidad legal de iniciar 
obras, ejecutar y continuar con el desarrolio del proyecto de inversión. El incumplimiento de esta obligación está 
sujeto a las sanciones, de Ley. 

Decreto Supremo N° 007-2012-MINAM, Tipificación de 1ntr.:.icciones Ambientales y Escala de Sanciones 
aplicables a la Gran y Mediana Minería resr,ecto de las bbores de Explotación, Beneficio, Transporte y 
Almacenamiento de Concentraciones de Minerales, publicada en el diario oficial El Peruano, 20 de diciembre 
de 2013 

Base Sanc;ón 
i 

Clas ificac ión 
Infracción Normativa Pecuniari Sanción No Pecuniaria de la 

Referencial a __ _ I _____ Sanción 
2 OBLIGACIONES REFERIDAS AL INSTRUMENTO DE GESTION AMBIENTAL 

r-Í""''""''º ,. ,. actl•ld•d causante de la infracción. 
Iniciar, reiniciar o Artículos ! ;:5:.;spensión del permiso. licencia o 
desarrollar inciso 1 cualquier otra autori:ración . 
actividades sin RPAAMM ; Clausura total o parcial temporal de 
contar con la Artículo 3º ¡ Ia unidad minera donde se lleva a 

2.1 
previa LS:::IA .l\rtículo f-!asta cabo la actividad que ha generado MUY GRAVE 
aprobación del 15º RLSEIA ·J0000 UIT 1 la infracción. Decomiso, temporal o 
correspondiente Artículo 4º y 1 era 1 definitivo, de los objetos , 
instrumento de D.T y F de: instrumentos, artefactos o 
gestión DLAM Artícul -::> : sustaricias empleados para la 
ambiental. 24° LGA 

... 
de la infracción comIs;on 

empleados para la comisión de la 
infracción. 
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Cuadro N° 2· Detalle de la medida correctiva 
Medida Correctiva 

Conducta infractora 
Obligación Forma de acreditar el 

cumolimiento 
E.n un plazo no mayor de los 

Reportar trimestralmente al OEFA el primeros cinco (5) días hábiles de 
estado del proceso de formalización vencido cada trimestre, contado a 

Los señores Nora Yulisa 
minera respecío de los derechos partir de la notificación de la 

Mendoza Jancco, Paul Mario 
mineros Gavilán de Oro Nº 8, Mario Resolución Directora! Nº 1708-2017-
Julihno, Menja 11, Buena Fortuna OEFNDFSAI, debe presentar a la Mendoza Quispe la y 
2000, Ccoylloriti Dos, Paul 1, Rony empresa Inversión 

Amazónico Menja E.I.R.L. 
Primero, Rony Segundo, Rony 

desarrollaron actividades de 
Tercero, Rony Cuarto, Rony Quinto, 

mediana y gran minería sin 
hasta su culminación. 

contar con la certificación 
ambiental respectiva. Asimismo, informar trimestralmente 

las medidas de manejo ambiental 
efectuadas en el derecho minero 
antes citado. 

Fuente: Resolución Directora! Nº 1708-2017-OEFA/DFS,A1 

Elaboración: TFA 

DFSAI el reporte del estado del 
proceso de formalización respecto 
de los derechos mineros Gavilán de 
Oro Nº 8, Mario Julihno, Menja 11, 
Buena Fortuna 2000, Ccoylloriti Dos, 
Paul 1, Rony Primero, Rony 
Segundo, Rony Tercero, Rony 
Cuarto, Rony Quinto, así como de 
las medidas de manejo ambiental 
implementadas. 

10. La Resolución Directora! Nº 1708-2017-OEFA/DFSAI se sustentó en los 
siguientes fundamentos: 

Respecto a la competencia del OEFA 

La DFSAI señaló que mediante la Resolución Nº 573-2015-OEFA/DFSAI, 
confirmada mediante la Resolución Nº 073--2015-OEFA/TFA-SEM, se 
declaró que la señora Nora Yulisa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza 
Quispe y la empresa inversión Amazónico Menja E.I.R.L. conformaban un 
grupo económico que contaba con derechos mineros, cuya extensión en 
conjunto superaba las 2000 hectáreas, por lo que no cumplían con la 
condición establecida en el artículo 91 º del Texto Único Ordenado de la Ley 
General de Minería, aprobado por Decreto Supremo Nº 014-92-EM (en 
adelante, TUO de la LGM) para ser considerados en el estrato de la pequeña 
y mediana minería artesanal. En consecuencia, indicó que la fiscalización del 
cumplimiento de sus obligaciones ambientales se encontraba a cargo del 
OEFA. 

Respecto a las declaraciones-de compromiso presentadas por el grupo económico 

(ii) Asimismo, la primera in8tancia señaló que de la revisión del Registro Total 
de Declaraciones de Compromiso del Ministerio de Energía y Minas, del 
Registro Integral de Formalización Minera (REINFO) y del Sistema de 
Derechos Mineros y Catastro (SIDEMCAT del INGEMMET), se verificó que 
al 20 de diciembre de 2017, el grupo económico conformado por Nora Yulisa 
Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa Inversión 
Amazónico Menja E.I.R.L. contaban con 10s siguientes derechos mineros y 
declaraciones de compromisos: 

Fecha de Nombre del derecho Titular d el derecho Presentado por: 
presentación minero minero 
16/05/2012 Buena Forturia-2000 Inversión Amazónico Paul Mendcza 

Gavilán de Oro Nº 8 Menja E.I.R. L. Condición: Gerente 
Mario .lulihno 
Menia 11 
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Ccoylloritli Dos 
18/06/2012 Menia 11 Paul Mario Mendoza Paul Mendoza 

Paul 1 Quispe Condición : Gerente 
Ronv Primero 
Ronv Sequndo 
Ronv Tercero 
Ronv Cuarto 
Ronv Quinto 

(iii) En esa línea, la DFSAI señaló que sobre la base de los medios probatorios 
obrantes en el expediente, quedó evidenciado que con la presentación de 
las declaraciones de compromisos de los derechos mineros Buena Fortuna-
2000, Gavilán de Oro, N° 8 Mario, Julihno, Menja 11, Ccoylloritti Dos, Menja 
11 , Paul 1, Rony Primero, Rony Segundo, Rony Tercero, Rony Cuarto y Rony 
Quinto, el grupo económico conformado por los señores Paul Mendoza, Nora 
Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja se encontraban 
efectuando diversas actividades mineras sin contar con un instrumento de 
gestión ambiental aprobado por la autoridad competente. 

Respecto a los descargos presentados por el r1rupo económico 

(iv) La DFSAI señaló que los señores N,-va Mendoza y Paul Mendoza, en el 
escrito de descargos presentado el 18 de setiembre de 2013, reconocieron 
que realizan actividades mineras. 

(v) Por otra parte, los señores Nora Mendoza y Paul Mendoza señalaron que la 
validez de la Resolución N° 073-2015-OEFA/TFA-SEM, ha sido cuestionada 
mediante un proceso contencioso administrativo, que se encuentra 
pendiente en el Poder Judicial. 

(vi) La primera instancia desvirtuó dicho argumento, señalando que la 
interposición de una demanda contencioso administrativa ante el Poder 
Judicial no suspende los efectos del procedimiento administrativo 
sancionador tramitado por el OEFA, pues a la fecha de la emisión del 
pronunciamiento, el órgano jurisdiccional no emitió una decisión que deba 
ser acata por el OEFA. 

(vii) La Autoridad Decisora también señaló que, de la revisión del Registro de 
Declaraciones de Compromiso de! MINEM, del Sistema de Derechos 
Mineros y Catastro del Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico (SIDEMCAT 
de! INGEMMET) y de la irformar.ión brindada por el MINEM al 20 de 
diciembre de 2017, se advierte que el señor Paul Mendoza y la empresa 
Inversión . Amazónico Menja, cuentan con las siguientes declaraciones de 
compromiso: 

Nº Titular Nombre-del I Declarac!6r-- de Estado de la Estado del 
d~recho I Compromiso declaración Derecho 
minero 

1 Presentó 

de Minero 
compromiso 

1 Inversión Buena Declaración Vigente Vigente 
Amazónico Menja Fmtuna- de Compromiso 
E.I.R.L. 2000 ,____ 

2 Gavilim de r-esentó Declaración Vigente Vigente 
Oro Nº 8 de Compromiso 
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3 Mario Presentó Declaración Vigente Vigente 
Julihno ,--- de Compromiso 

4 Menja 11 Presentó Declaración Vigente Extinguido 
de Compromiso 

5 Ccoylloritti Presentó Declaración Vigente Extinguido 
Dos de Compromiso 

6 Paul Mario Paul 1 Presentó Declaración Vigente Vigente 

- Mendoza Quispe de Compromiso 
7 Menja 11 Presentó Declaración Vigente Vigente 

de Compromiso -
8 Rony Presentó Declaración Vigente Extinguido 

Primero de Compromiso -
9 Rony Presentó Declaración Vigente Extinguido 

SeQundo 1 de Compromiso 
10 Rony Presentó Declaración Vigente Extinguido 

Tercero de Compromiso 
11 Rony Cuarto Pres<:ntó Declaración Vigente Extinguido 

de Compromiso -
12 Rony Quinto Presentó Declaración Vigente Extinguido 

de Compromiso 

viii) Asimismo, la DFSAI precisó que el derecho minero Gavilán Nº 5 corresponde 
a la Corporación Minera Gamax S.R.L., por ello, archivó el procedimiento 
administrativo sancionador en este extremo. 

(ix) El señor Paul Mendoza sostuvo que presentó un instrumento de gestión 
ambiental correctivo ante la Dirección Regional de Minería del Gobierno 
Regional de Madre de Dios e indica que la demora en la expedición de la 
certificación ambiental por parte de dicha entidad no es su responsabilidad. 
Respecto a ello, la DFSAI indicó que en el caso en cuestión se demostró que 
el grupo económico realizaba actividades de mediana y gran minería, por 
esta razón la certificación ambiental debió ser expedida por el MINEM. 

(x) Por otro lado, la DFSAI señaló que si bien el señor Paul Mendoza y la 
empresa Inversión Amazónico Menja se encuentran en un proceso de 
formalización minera, el pronunciamiento emitido no lo afecta, siempre en 
cuando los administrados cumplan con los requisitos previstos en la 
normativa y no incurran en · circunstancias que permitan inferir que realizan 
labores de mediana y gran minería. 

Respecto a la medida correctiva 

(xi) La DFSAI señaló que quedó acreditado que los señores Nora Mendoza y 
Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja realizaban 
actividades que pertenecen al estrato de la mediana o gran minería sin contar 
con la certificación ambiental correspondiente. 

(xii) Asimismo, la primera instancia indicó que de los medios probatorios que 
obran en el expediente, no se e_Videnció que los señores Nora Mendoza y 
Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja hayan obtenido una 
certificación ambiental para realizar actividades mineras sobre sus derechos 
mineros. 

(xiii) En esa línea, la Autoridad Deeisora mencionó que la conducta infractora 
detallada en el Cuadro Nº 1 de la presente resolución, genera un riesgo de 
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alteración negativa en o! ambiente, toda vez que al no haber obtenido la 
certificación ambiental co~respondiente se puso en riesgo la salud de las 
personas, así como IA flora y 1., fauna . 

(xiv) Por dicha razón, la Autoridad Decisora qictó la medida correctiva detallada 
en el Cuadro Nº 2. dr:1 la presente resolución, con la finalidad que el grupo 
económico acredite q1.1e permaner,e en el proceso de formalización minera y 
la adecuación de sus activid8rfes en cumplimiento de las normas 
ambientales. 

Respecto a la multa impUr;8ta 

En este punto, la oh.;AI ohserv6 los r ígt.1i E,ntes criterios : 

• El beneficio iif dto proviene de re:::Jzar actividades económicas sin 
contar con instn.imf,,t'.:,, de gesti6;-1 arnbiental aprc,bado por la autoridad 
competente. 

• La DFSAI ser!8ió mv: 131 qr1Jpo éconómico cuenta con once derechos 
minerris, que se E1ni~U'::ntran geográficamente r.erca y en áreas 
relar~lonadas, ¡\,::· ,., !In, indicó qu.e para el desarrollo de actividades 
mineras se rlebió c.cnt;;¡r al menos con dos certificaciones ambientales . 

• En esa líneF1, el cc, fJo evitado se vinculó al costo de elaboración de 
dos estudios dé in-r>ai::to ambiental semidetallado. 

• Adicionalmente!, el costo ~vitadÓ rJe la elaboración de dos estudios de 
impacto ambif.ihtal i:-;emkl~~tallado, se capitalizó aplicando el costo de 
opo1unidad n~;·iirnado p;;ira el sector (COK) desde la fecha de 
incumplimient0 hasta la fr~cha de cálculo de la multa. 

• Para el factor probabilidad de detección, se utilizó una probabilidad 
alta puesto que l;:i infr,~c,:\;,t1 fue detectada mediante revisión 
documental. 

• Respecto a los [act0res efe 0r2du2iidad se estimó lo siguiente: 

(i) La gravedad potnndc-'11 de d,:;f';r; 21 ambiente es alta y se representó 
debido a qur: l.3.:_: 2ctividadt~, mineras de los administrados no 
fueron rir,~vi:::t2:-; im un instrwn r-;nt.o de gestión ambiental , por lo 
que se rtJtw m, fi')Sq() i0 "3 cornponentes bióticos flora y fauna . 

(ii) Para b 83tirn ,1.:!( •n d2I pr;rj:.· id o económico ca 11t,ado se consideró 
que el in-'p8d:q de! oc:1:irre, ':', :--, una zona con inciciencia de pobreza 
tot -31 l'T'aye<: ::-1 ::;¡3, 1 % fi~P,ta 58.7%. 

11. El 19 de enero de 2018, Nor2 Mendaz.a y Paui l\,fondoza y la empresa Inversión 
Amazónico Menja interpusi,sron recurso de a¡:nlación contra la Resolución 
Di rectoral Nº 1708-2017-0EF/VDFSAI, argument~ndo lo siguiente: 
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a) Señalaron que el proCE:idimiento administrativo sancionador se inició 
sustentándose en normas emitidas prn· la Superintendencia de Banca y 
Seguros (SBS) y la Comisión Nacio11ai Supervisora de Empresas y Valores 
(CONASEV). 

b) En esa línea, cuestionaron que la DFSAI emitió pronunciamiento después de 
dos años desde que. presentó su5 descargos a la Resolución Subdirectora! 
Nº 682-2013-OFA/DFSAI/SDI. 

c) Los recurrentes agregaron que dicha demora evidencia que la Autoridad 
Decisora emitió pronunc:amiento luego de que se aprobó la Resolución de 
Consejo Directivo Nº 031-2014-OEFA/CD del 2 de septiembre de 2014, 
puesto que dicha norma era necesaria para justificar la determinación de 
grupos económicos y el i;1icio del procedimiento administrativo sancionador. 

d) Asimismo, señalaron que la determinación de grupo económico se realizó 
empleándose normas emitidas por la SBS y la CONASEV, las cuales son 
ajenas a las normas que regulan la actividad minera, lo cual supone una 
vulneración de su derecho de defensa. 

Los apelantes agregaron que en la actualidad la actividad minera que 
realizan es "menor" e indican que, el grupo económico que conforman según 
lo establecido por el TFA, es titular de un total de 285.50 hectáreas, por ello, 
la fiscalización de las actividades que realiza es competencia de la Dirección 
Regional de Minería del Gobierno Regional de Madre de Dios. 

De igual forma, detallaron los derechos mineros que actualmente expl~tan: 

Nombre y apellidos Código 1 Nombre r-· ¡ Estado Observaciones Has. 
Mendoza Quispe Paul 1 040012406 

Paul ~~---l Vigente 
Titulado 6.00 

Mario 1 

Mendoza Quispe Paul-7 040ff08308 Rol1to 1 1 Viyente Titulado 2.50 
Mario 
Inversión Amazónico 17003691X01 ·--GE.víliin de Oro vigente - 27.00 
Menia E.I.R.L. IN°8 
Inversión Amazónico 040011404 l. RonyX Vigente - 100.00 
Menia E.I.R.L. 
Inversión Amazónico 040011704· Mario Julihno Vigente - 100.00 
Menia E.I.R.L. 
Inversión Amazónico 090002699 Bl_lena F_ortuna Vigente - 50.00 
Menja E.I.R.L. 0 2000 

Toi:al 285.50 .. 

g) Por otra parte, los administrados señalaron que los estratos mineros 
(pequeña, mediana y gran minería y la minería artesanal) se encuentran 
regulados en el TUO de !a Ley General de Minería, por esta razón resultaba 
innecesaria la aplicación de las normas emitidas por la SBS y la CONASEV. 

h) Los recurrentes también sostuvieron que se vulneró su derecho de defensa 
por las siguientes razones: 

( ... ) el informe final de instruc.c;ión No. 1308-2017-OE::FNDFSAI/SDI por el que 
se nos imputa realizar actividad,es sin contar con la certificación ambiental, se 
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baséi P.n In pl'fivi:• ;t;.: ::1:i ,,,: iit:·,.",.,; ;,) ,tni .'\rt:cu!o 19 de la Ley 30230 ha sido 
promu1gada en ei -11\<"i )n ·¡ .i', (-.,,,, ,i J ,;, r•1in oostet ioridad a! inicio del procedimiento 
administrntivo sar:,),:;,¡:¡.:,>·. y.-,~. •'lY:iP.n sn ¿d informe final de instrucción que se 
me imputa la inf. acc:,,,,;·1 r, nt,=<f.; r.--:enr:!ariada, r;in haber podido oportunamente 
realizar descargo algun0, ¡·; oi· Ci.lado 81 rxesente PAS se ha venido tramitando 
por la conformación d~, I.m supues~n gn.Jpo económico con las personas 
mencionadas en ló!; antecedente:~· dé! píesente descargo, y no por realizar 
· actividades sin cert:fica'.;i6ri' arribientaL {sic) 

i) Finaimente, miemhr1:i~i del grupo económico manifestaron que se encuentran 
inscrito_s en el R~gistrn !ntegr8! ele Formalización Minero.:.. REINFO, por ello 
señalan que la f?lh] (:lr:, C:f.';-ti;:icF.!:::1ór: ambiental correspondiente no le es 
imputable, ya que i:~:r debf; ~J. la d1~rnora cie su tramitación por parte del 
Gobierno Regional d~' ~,1.:'ldrc de Dios. 

1:.2. El 9 de marzo de 2018, Nora Mend0?8, > •u! Mendoza y la empresa Inversión 
.A.m:izór:k:c Men_ia :~rnpP;,v:·,~: !í:-i: ;_ir(~:.:~;;·: ,·00 ., de! iecurso de ap8!ación , señalando 
lo sigi !:•,"li!to: 

a) En todo prncedin·¡¡ ,:,;-itc: w~•v·ior·1 ,•1d: :r. la 8Utoridad administrativa debe 
verificar de oficir:i :~1.: cc••rw•::;/,n:),~. yP ::;: n E,.ste es un requisito de validez del 
acto 2rlrnini,;tratl'/c• Cich .' -'..11~: 0('P!!:1;1r, :·: lo sigu iente: 

( ... ) no pu0d1., ,'.,:,;·!;'.i\::::-:·::~ ¿,;, :;1'. :.1-".'.( fif':ne (1 pe,petuo !a determinación de 
cor-:ipetenda pn1 º" 1 ·,·,cri .:0 :·::/i;:d c!i:) !;;;i,· ,:: :,n,!iciones que dieron a lugar, situación 
q;.•e p,)dría africt::~f ~,¡ rc:r., :. !, ~,: ,,e:),:;:1•:):),, to y vic.i,.:1r de nuli1.1aci cualquier sanción 
que :;& .,,1rn.'!a. 

b) Al mome!lto de resol•.101·· cd prciccl~irnientr 1dministrativo sancionador, se 
debe tener en GUfmta q·.i:: rnE;c:iari!:e-, la ~},::mtencia A.P. Nº 8653-2015 se 
dec!aró nula la Resolución i 1rc? Co:l$ejo Directivo Nº 031-2014-OEFA/CD, sin 
efectos retroactivos. 

c) Si bien han presentado SilS De'.:!araciones de Compromiso, ello no supone 
que ejecuten activid~des de oxpiotación minera en los derechos mineros 
indicados por el OEFit Adicionalmente informan que los derechos mineros 
Rony Primero, Rony $egundi), Rony Terc:ero, Rony Cuarto , Rony Quinto, 
Menja Primero, M8nj;~ ! 1, Me,nj;::; Ot •i!lto, Nir.o 'JI I y Quince de Enero tienen el 
estado de "caducid8d cc>11s8iltida" . 

d) Ei OFFA al emitir h Jlf;~'..') lución ele i~.~'~·,ión, rio determinó vía inspección u 
otros medios, quc:; fé"'.,>,!\2:,.1ba.n .a,t·, ,;' -·.-, ,1 (-)S en todos los derechos mineros 
si',fü1!8dos :?r; la r(·t,,-_.!; 1.~¡ó:, lm• ,, l·; · · · :·> .. 

e) PrFiGisaron que t:1:.: i',·'·.r:, ·,-,;·;:c t:,J,c:, .. :0::·, •• Y'Jividad minera en los derechos 
mineros G2.vilán 1·i,:_ •Jrc: f·.:Q El y r ·: ,¡r ,1.: :~; Fortuna 2000 , hecho que fue 
constatado !)Orla i;imc::~:<.t: ?<;9_( ·:"E:; ,:;, ·, ,·,1ergía y l\~inas e Hidrocarburos 
del Gobierno Re::;:on2i e> ~,t:·,:.:i0 df.' Dii::,s y cuy3s conclusiones se 
encuentran en ~,I . !nfr:;T<"• .. i • ·¡ :.--) '.• ,_: ;:!e Constatacijn Nº 035-2017-
(~ORFMAD/GR[ 1[!•.)t~E:>}l<Hf.,·T, 
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f) Asimismo, indicaron que: 

( ... ) la existencia de compromiso no pueden ser por si solos un medio idóneo 
capaz de acreditar que viene efectuando actividad minera en los demás 
derechos mineros caducos, por lo que corresponde que se efectúe una 
interpretación integral de las pruebas aportadas por los recurrentes y las que 
obra en el expediente, evitando su interpretación de forma aislada. 

g) Las actividades mineras que realizan en los derechos mineros Gavilán de 
Oro Nº 8 y Buena Fortuna 2000, son fiscalizados por la Dirección Regional 
de Energía y Minas e Hidrocarburos del Gobierno Regional de Madre de 
Dios, y agregan que las actividades que realizan no pueden ser objeto de 
doble persecución, pues de ser así, estos actos serían ilegales y arbitrarios. 

h) Finalmente, señalaron lo siguiente: 

( ... ) al haberse establecido la fiscalización por parte de la Dirección Regional de 
Energía y Minas e Hidrocarburos del Gobierno Regional de Madre de Dios, el 
OEFA debe archivar el presente procedimiento, en respeto de la competencia e 
independencia de los Gobiernos Regionales que se constituyen autoridad en 
cada región, conforme lo establece el Artículo 84, del TUO de la Ley Nº 27744, 
al establecer que es deber de las autoridades en los procedimientos, actuar 
dentro del ámbito de su competencia y conforme a los fines para los que les 
fueron conferidas sus atribuciones. 

13. El 7 de junio de 2017, se llevó a cabo la audiencia de informe oral solicitada por el 
señor Paul Mendoza ante la Sala Especializada en Minería, Energía, Pesquería e 
Industria Manufacturera del Tribunal de Fiscalización Ambiental, tal como consta 
en el acta correspondiente. 

14 Posteriormente, el 8 de junio de 2018, el señor Paul Mendoza presentó un escrito 
mediante el cual amplió sus fundamentos del recurso de apelación, los cuales 
fueron expuestos en el informe oral. Dichos argumentos se detallan a 
continuación : · 

a) El señor Paul Mendoza señaló· que, de acuerdo a lo Cuadro N° 1 de la 
Resolución Directora! Nº 1708-2017-OEFNDFSAI, sería titular de once 
concesiones mineras, que sumadas tendrían una extensión de 1493.5 
hectáreas, por tanto se encuentra en la categoría de pequeño productor 
minero, de acuerdo a lo establecido en el artículo 91 º del TUO de la LGM. 

b) Asimismo, el administrado indica que de la revisión del SIDEMCAT del 
lngemmet, actualmente, las concesiones mineras Rony Primero, Rony 
Segundo, Rony tercero, Rony Cuar::o, Rony Quinto y Nino VII se encuentran 
extintas, y la concesión Solitario 2003 es de tituiaridad de un tercero. 

c) El recurrente indica que en el año 2012 inició el proceso de formalización 
minera, por ello, el 19 de abril del 2019 presentó el Instrumento de Gestión 
Ambiental Correctivo (IGAC) para la concesión minera Gavilán de Oro Nº 8 
a la Dirección Regional de Energía y Minas e Hidrocarburos del Gobierno 
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Regional d~ Madre cfo Di<)~ .. El adrnini!Strado agrega el IGAC se encuentra 
en evaluación por part8 c!e la rEiferida entidad. 

d) El administrado también informg qL:~ en su calidad de pequeño productor 
minero, actualment.~ está inscrito .en oi Registro Integral de Formalización 
Minera (REINFO). . 

e) En esa línea, el adrniilistrado señala Que desde el 2006, ha sido reconocido 
por el Minem y el n~)bierno RegioiT?! de Madre de Dios como un titular 
minero pertenecicnt,i a! e~trai:o dt1 18 requef'ía minería y minería artesanal 
en vías de forma!izaciói1; . y é':fFqJ,~ que estas autoridades nunca lo 
consideraron corr:o. un titu!:::ir qu2 r~_ñP:zó actividades de mediana y gran 
minería, ya que siemp,G cumplio ··10'.•. :·ryquisitos establecidos en el artículo 
g·i º del TUO de la LGI\,(. · . 

f) Por otra paiie, el rE,v.11-rente: f!-", fit1io •:H.1~1 m8diante la Resolución de Consejo 
Directivo Nº 031-~n ·! 1 ... ()[F,AJCD, ;:;(• dictaron las reglas jurídicas para la 
ap!icar.ión dP,J artk:1,;io '17., .:;f) la !_r,y W 28325, creando la figura del grupo 
económico y con r;li 1), Gl (l;::r,-¡:.., r:ixce.:fü'.1 l~r; facultades que se le atribuyeron 
en el referido ar1.íc1.1lu 1 'i.,. 

9) Asimismo, f~I adm;nl:3'.r,:d c, sr-,,¡¡,·1!"'1 r~•J,-; l;-1 aplicación de la Resolución de 
C,)nsejo Dirn-;tivo N" (.l:.l•i-2(J'l/ .. (',~-T/\/CD en ni procedim iento administrativo 
;:~~i~cion.3rlnr. confi¡/.T'.' ::~: v: ;:r ,-!r;-,ción del principio de irretroactividad, 
estí:'tblecido An el 1:ur.-iff';:\ : i.i dd .:,,rtícul,, 245º del Texto Único Ordenado de 
la Ley Ne 21444, Lev d""/ Pmct:Jdirnii:.mt:-; P..dministrativo General , aprobado 
mediante Decreto ¿;upn;.;mo N" 006-2017-jLJS (en adelante, TUO de la 
LPAG). 

h) El señor Paul Mendoza reiteró qtJe conforme a los fundamentos de la 
Sentencia A.P. N° 8653-;'.0í 5 el OEFA a través de la emisión de la 
Resolución de Consejo Directivo Nº 031-2014-0EFA/CD, trasgredió los 
principios de igualdad, leg81idad y debido procedimiento. 

i) El administrado agregó que en la Sen~enci8 A. P. N° 8653-2015, la Corte 
Suprema de Justicia, establPció C!' 'i~ pma que el OEFA asuma competencia 
para intervenir l~s 8.stiviciq~fos qut0) Av8d:3n su fiscalización , debería existir 
previamente, un prnn1.1nd2!riisnto \~A ¡-~ autoridad regional que recoja los 
elementos dfl convk:ción que permit::c::~ :,j intervención del OEFA, hecho que 
no sucedió en est8 (:ase,. 

j) El recurrente reitsr<:l que, do ,:KUE!1do al artícu!o 17° de la Ley del SINEFA, 
de los Gobiernos Rs:gic:,r:é,l<";s :°(~?.!:i7.:;.;1r, la fis,Galización de las actividades de 
!a pequ-:.'ñA r,ir.nrí;,; y rrii '1::> :-L-, ;;\'"i:(:l'/1P8I. Considerando ello, e! señor Paul 
Mendoza. seria!(, r:.¡ 1 .. ,r:~ l:/ r. .,, •fa;:d·:-:clc!,. 0 :-:>. pequeña minería que realiza son 
fiscalizadas por e! Gob:,',rno f~-:: ~¡:cnat de Mndre de Dios, y añadió que el 
hecho que, adicionélmenk~, lo fi~;u,,nc,?- el OEFA, constituye un abuso de 
autoridad qu~ pArjudica til::: ints-1·~~(,::,;; _ 
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11. 

15. 

16. 

16 

17 

k) Asimismo, el administrado agregó que en el procedimiento administrativo 
sancionador se vulneró el principio al debido procedimiento toda vez que, 
dada su condición de pequefío productor minero, el OEFA no tiene 
competencia para sancionaría. 

1) Por otro lado, el recurrente señaló que de acuerdo a lo dispuesto. por el 
artículo 83º del Código Procesal Constitucional, se desprende que las 
disposiciones reguladas por una . norma que fue declarada ilegal o 
inconstitucional no recobran vigencia. Por tanto, las referidas disposiciones 
no son aplicables a los procedimientos que se inicien con posterioridad o se 
encuentren en trámite. 

m) Finalmente, el señor Paul l\tlendoza indicó lo siguiente: 

( ... ) al haberse declarado ilegal e inconstitucional las Reglas Jurídicas para la 
Aplicación del Artículo 17°, se debió inaplicar lo regulado por esta norma dada 
por el OEFA, en estricto cumplimiento de lo establecido en el Código Procesal 
Constitucional. 

COMPETENCIA 

Mediante la Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo 
Nº 1013, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación, Organización y 
Funciones del Ministerio del Ambiente (en adelante, Decreto Legislativo 
Nº 1013)16

, se crea el OEFA. 

Según lo establecido en los artículos 6º y 11 º de la Ley Nº 29325, Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, modificada por Ley Nº 30011 17 

Decreto Legislativo Nº 1013, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación, Organización y 
Funciones del Ministerio del Ambiente, publicado en el diario oficial El Peruano, 14 de mayo de 2008) 
Segunda Disposición Complementaria Final. - Creac'ión.de Organismos Públicos Adscritos al Ministerio 
del Ambiente 
1. Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 

Créase el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA como organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno, constituyéndose en pliego presupuesta!, 
adscrito al Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización, la supervisión, el control y la sanción en 
materia ambiental que corresponde". 

Ley Nº 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, publicada en el diario 
oficial El Peruano, 5 de marzo de 2009, modificad;, por. ia Ley Nº 30011, publicada en el diario oficial El Peruano, 
26 de abril de 2013. 
Artículo 6º. - Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) 
El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) es un organismo público técnico especializado, 
con personería jurídica de derecho público interno, que constitu¡e un pliego presupuesta!. Se encuentra adscrito 
al MINAM, y se encarga de la fiscalización, supervisión, evaluación, control y sanción en materia ambiental, así 
como de la aplicación de los incentivos, y ejerce las funciones previstas en el Decreto Legislativo Nº 1013 y la 
presente Ley. El OEFA es el ente rector del Sistema de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

Artículo 11 º. - Funciones generales 
Son funciones generales del OEFA: 
( ... ) 
c) Función fiscalizadoi-a y sancionadora: comprende la facultad de investigar la comisión de posibles 

infracciones administrativas sancionable,, y la de imponer sanciones por el incumplimiento de obligaciones 
y compromisos derivados de los instn;mentos de gestión ambiental, de las normas ambientales, 
compromisos ambientales de contr;;tos de co:1cesión y de loe; mandatos o disposiciones emitidos por el 
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.., 

(en adelante, Ley N" 2~32!)), ,3¡ OEFA s~ un organismo público técnico 
especializado, con personerí2 jurídica dF.- d~mcho público interno, adscrito al 
Ministerio del Ambiente y enc.arg:3do dí"~ !,.;, fiscalización , supervisión , control y 
sanción en materia ambii<;!1t.di. 

17. Asimismo, . la Primera qisposicic'n Ci:-r1,1.ii•~mentaria Final de la Ley Nº 29325 
dispone que, mediante · el ; Decreto · :.;upremo,. refrendado por los sectores 
involucrados, se establecE~rán las ehtiJ~"~dAs cuyas funciones de evaluación , 
supervisión, fiscalización·, confrol y sanción en rnateria ambiental serán asumidas 
por el OÉFA18 . . . . . . . . . . 

18. A través del Decreto Supremo Nº 00 ·1-2010-MINAM19 , se aprobó el 1n1c10 del 
proceso de transforencia de funck,nes de . supervisión , fiscalización y sanción 
ambiental del Osinergmin20 al OF.TA., y mediante la Resolución Nº 003-2010-
OEFA/CD del 20 de julio de ?.0·l o:-:i, se i~,stableció que el OEF.A asumiría las 
funr:ionE'1S de supervisión, fr;;c,:"lii7~~-'cí,~r J :,a;-1ción a:-nbiental en materia de minería 
desde el 22 de julio de 20·1 ü. 

19. Por otro lado, el artículo ·1 Oº d·~ !a l .ey W 2¿132522 y los artículos 19º y 20º del 
Reglamento de Organización y Fur?cior. ,-s-<~ d81 OEFA, aprobado por el Decreto 

20 

21 

22 

OEF.A., en concordancia con io e.,ta!.Jler.i-io en 0: 11rtículo 1 l. P..dicionalmente, comprende la facultad de 
dictar medidas cautelares y c:1;rectivas. 

Ley Nº 29325 
Disposiciones Comp!ementarias r;!na¡es 
Primera. Mediante Decreto Supremo refri,,r,dRr.lo por ios Sectores involucrados, se esiablecerán las entidades 
cuyas funciones de evaluación , superv;sión , fiscalizaciór: , ccritrol y s2nción en materia ambiental serán asumidas 
por el OEFA, así como el cronograma parz la tranr.fs:·rP.n<:::,: 11~! respectivo acervo documentario , personal , bienes 
y recursos, de cada una de las ent.ic12des. 

Decreto Supremo Nº 001-2010-1\JHt-lAM, que ap,'K:;; ,,,¡ inicio del proceso de transferencia de funciones 
de supervisión, fiscalización y sa,1:;'é>n en ,;1aéG!,T c•í~•;:-,,nt?.I del OSINERGMIN al OEFA, publicado en el 
diario oficial El Peruano, 21 de er.ero de 2010. 
Artículo 1º. - Inicio del proceso de tra!1sfe.renr.ia d0 la,:; fum,iones de supervisión, fiscalización y sanción 
en materia ambie!1tal del OS!NERGM!N al OEFJ\ 
Apruébese el inicio del proceso de tr:in;,ferencia de las funci';nes de supervisión, fiscalización y sanción en 
materia ambiental del Organismo Superv:sr.; de; 12 Inversión P.n Energía y Minería - OSINERGMIN , al Organismo 
de, Evaluación y Fiscalización ArnbiPnial - U:YA. 

Ley Nº ?.8964, Ley que transfiere ~om!)ete!"loia~ de sL•pervisión y fiscalización de !as actividades mineras 
al OSINERG, publicada en el d;ari0 ofici?.I El Pc:ruf;no, 24 ele F:ne,o de 2007 . 
Artículo 11lº. - Referenda al OSIM~RG . . 
A partir de l:;i entrada en vigencia d'.~ la prosente L011, toda mención que se haga al OSINERG an el texto de leyes 
o normas de rango inferior debe entenuer»e que esté re:ferida al OSINERGMIN . 

Resolución de Consejo Dí~ect¡v,) ~-:• N):l-2010-0E;::A/CD, que aprueba los aspectos objeto de la 
transferencia de funciones de sup,:irv;s1ón, l'h,:. ,Ji:;:<)tiór! 1' sanción ambiental en materia de minería entre 
el Osinergmin y el OEFA, publicada en ,JI di~'i l.l of:r,,ql El PNuano, 23 de julio de 201 O. 
Artíc;ulo 2º. - Determinar que la fer.h« f!f; ( ;1. ::, ~I or,:r.t. a:,umi:·é las funciones de supervisión, fiscalización y 
sanción ambiental en materia cie rnin"ri,: , ir.;,·,:;kri::!:::1:-. dd 08'!·-';::~{GMIN será el 22 de julio dr; 201 O 

Ley Nº 293?.5 
Artículo 10º.- Tribunal de Fis.;~!lzació.~ .~.;·,1!Jier!:·:\l 
10.1 El Organismo de Evaluación y i=i:,r.2lizaci{.. n /.,nbie~t:il (OEFA) cuenta con un Tribunal de Fiscalización 

Ambiental (TFA) que eje;ce f.1:.c:ione~: c:-iaw últin1? inst2nc;a administrativa . Lo resuelto por el TFA es de 
obligatorio cumplimiento y constituye pn>.cedenie •.1incuia,1te en materia ambiental, siempre que esta 
circunstancia se señale en la r.1isma ré,s.:iluc'ón. e,: CL:yo caso debe ser publicada de acuerdo a ley. 
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Supremo Nº 013-2017-MINAM23 disponen que el Tribunal de Fiscalización 
Ambiental (TFA) es el órgano encargado de ejercer funciones como segunda y 
última instancia administrativa del OEFA en materias de sus competencias. 

111. PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL. AL AMBIENTE 

20. Previamente al planteamienio de las cuestiones controvertidas, esta Sala 
considera importante resaltar que el ambiente es el ámbito donde. se desarrolla la 
vida y comprende elementos naturales, vivientes e inanimados, sociales y 
culturales existentes en un lugar y tiempo determinados, que influyen o 
condicionan la vida humana y la de los demás seres vivientes (plantas, animales 
y microorganismos)24

. 

21. En esa misma línea, el numeral 2.3 del artículo 2º de la Ley Nº 28611, Ley General 

23 

" 
25 

del Ambiente (en adelante, Ley Nº 28611 )25 , prescribe que el ambiente comprende 
aquellos elementos físicos, quImIcos y biológicos de origen natural o 
antropogénico que, en forma individual o asociada, conforman el medio en el que 
se desarrolla la vida, siendo los factores que aseguran la salud individual y 
colectiva de las personas y la conservación de los recursos naturales, la diversidad 
biológica y el patrimonio cultural asociado a ellos, entre otros. 

En tal situación, cuando las sociedades pierden su armonía con el entorno y 
perciben su degradación, surge el ambiente como un bien jurídico protegido. Eíl 
ese contexto, cada Estado define cuánta protección otorga al ambiente y a los 

Decreto Supremo N° 013-2017-MINAM, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del 
OEFA, publicado en el diario oficial E/ Peruano, 21 de diciembre de 2009. 
Artículo 19º.- Tribunal de Fiscalización Ambiental 
19.1 El Tribunal de Fiscalización Ambiental es el órgano encargado que ejerce funciones como segunda y última 

instancia administrativa del OEFA, cuenta con &utcnomía en el ejercicio de sus funciones en la emisión de 
sus resoluciones y pronunciamientos; y u-:tá integrado pur Salas Especializadas en les asuntos de 
competencia del OEFA. Las resolucior,es del Tribunal son de obligatorio cumplimiento y constituyen 
precedente vinculante en materia ambiental, siempre que esta circunstancia se señale en la misma 
resolución, en cuyo caso deberán sE::r µublicadas de acuerdo a Ley. 

19.2 La conformación y funcionamiento de las Salas de Tribunal de Fiscalización Ambienta·I es regulada 
mediante Resolución del Consejo Directivo del OEFA. 

Artículo 20º.- Funciones del Tribunal de Fiscalización Ambiental 
El Tribunal de Fiscalización Ambiental tiene las siguientes funciones: 
a) Conocer y resolver en segunda y última instancia administrativa los recursos de apelación interpuestos 

contra los actos administrativos impugnables emitidos por los órganos de línea del OEFA. 
b) Proponer a la Presidencia del Consejo Directivo mejoras a la normativa ambiental, dentro del ámbito de su 

competencia. 
c) Emitir precedentes vinculantes que interpreten de modo expreso el sentido y alcance de las normas de 

competencia del OEFA, cuando corresponda. 
d) Ejercer las demás funciones que establece la normativa vigente sobre la materia. 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nº 0048-2004-AI/TC (fundamento jurídico 27). 

Ley Nº 28611 
Artículo 2º. - Del ámbito 
( .. ) 
2.3 Entiéndase, para los efectos de la presrnte Ley, que corla mención hecha al "ambiente" 0 a "sus 

componentes" comprende a los elementos físicos, químicos y biológicos ae origen natural o antropogénico 
que, en forma individual o asociada, conforman el m0dio en el que se desarrolla la vida, siendo los factores 
que aseguran la salud individual y co!-~ctiva de las personas y la conservación de los recursos naturales, 
la diversidad biológica y ei patrimonio cultuI·1aI é$ociado a ellos, entre otros. 
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recursos natura!es, puo<'- e.1 rr:::;ult&.do di-.• 1Y•~,t.~<;.ier tales bienes incide en el nivel de 
calidad de vida de las pr:rsDn2s. 

23. En e.l sistema jurídico nado:-i2I, 81 prir:16r ni,;el de protección al ambiente es formal 
y viene dado por la elevación a r.;.:,ngú cans"i: itucion_al de las normas que tutelan los 
bienes.ambientales, lo cli2l·-ha dado origen al reconocimiento de una "Constitución 
Ecológica", dentro de.lá .C:on~tituciónPolíticg del Perú, que fija las relaciones entre 
el individuo; la sociedad y el .arnbiente26

. 

24. El segundo nivel de protección otorgado al ambiente es material y viene dado por 
su consideración (i) como principio Jurídico. que irradia todo el ordenamiento 
jurídico; (ii) como derecho fund8mental27 cuyo contenido esencial lo integra el 
derecho a gozar de u:i é:imbierrtr: equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida; y el derecho a que dichn ambiente se prnserve28

; y (iii) como conjunto de 
obligaciones impuestas a autoridades y particulares en su calidad de 
contribuyentes sociales2ª. 

25. Es importante destacar que en su dimün2ión como derecho fundamental, el 

28 

29 

30 

31 

Tribunal Constitucional ha reñalado .-:,ue contiene los siguientes P,lementos30
: (i) el 

derecho a gozar de un tW;(.fo ambiente er~uilibrado y adecuado, q1Je comporta la 
facultad de las person3s de disfrutar de un 8mbiente en el que sus componentes 
se desarrollan e interrelac:onrm de manem natural y armónica31

; y (ii) el derecho 
a que el ambiente se pr,7yierve, E;I cual tr:;i,3 obligaciones ineludibles para los 

Sentencia del Tribunal Constitur,ic,n;il reca;,1;1 en el E::_::1<r':.c,1;'_e Mº 03610-2008-PA/TC (fundamento jurídico 33) . 

Constitución Política de! Perú de 1 ~93 
Artículo 2º. - Toda persona tiena dnrocho: ( ... ) 
22. A 13 paz, a la tran(luilidac.J, a! cli,,frute cJ'"I tk,rnpo libr:i y ni descanso, asi como a gozar de un ambiente 

equilibrado y adecuado al rlesarro!lo dG ::,u vida. 

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en la :;.,,ntencia ·recaída en el Expediente Nº O3343-2OO7-PA/TC , 
fundamento jurídico 4, há señalado :o siguiente, c~m ,el¡;ción al de;recho a un ambiente equilibrado y adecuado: 

En su primera manifestación, comporta la facultad de la;; personas de disfrutar de un medio ambiente en 
el que sus elementos se dP.sarrollan e interrelacionan de manera natural y sustantiva . La intervención del 
ser humano no debe suponer, en consecuencia, una alteración sustantiva de la indicada interrelación. 
( ... ) Sobre el segundo acápite ( ... ) entraii ., obligRclones ineludibles para los poderes públicos de 
mantener los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. Evidentemente. tal 
obligación alcanza también a los particul2res. 

Sobre la triple dimensión de la r.irotección al ambiente se puede revisar la Sentencia T-76O/O7 de la Corte 
Constitucional de Colombia, así ccmo IB sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente Nº 03610-
2OO8-PA/TC. 

Sentencia del Tribunal Constitucional re:;:.,f:!2 en si '"xpedie.1te Nº OO48-2OO4-AI/TC (fundamento jurídico 17. 

Al respecto, el Tribunal Constituckinal, en la sentencisi recaída en el Expediente Nº OO48-2OO4-A!/TC, 
fundamento jurídico 17, ha señRlado io sigL•ient,,: 

En su primera manifestac.;ió.i , 0sto es , •::I i:it~recho ;i gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado, 
dicho derecho comporta IP f,,;:,Jitad de l~s r,"lrscm1s de poder disfrutar de un medio ambiente en el que 
sus elementos se desarro'lan e ir ,te;rela,.:1O11an d':l manera natural y armónica; y, en el caso en que el 
hombre intervenga, no de-be supon'}r una ,i!t,,r:::c:l,n sustan!iva de la interrelación que existe entre los 
elementos del medio amb:~•r:te. E&to !:L1p~1ne, Mr '.anto, el disfrute no de cualquier entorno. sino 
únicamente del adecu2do pma el c,;-,;¡;,;ro!!0 c!e 1:, persona y de su dignidad (articulo 1 º de la 
Constitución). De lo con\r:,i:irJ, sIJ goc,~ se 11¡;,rí ~; fr:;:,\r¿,,_-J:; y el derecho quedaría, así, carente de contenido. 
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poderes públicos -de mai1tener los bienes ambientales en las condiciones 
adecuadas para su disfrute--·, y obligaciones para los particulares, en especial de 
aquellos cuyas actividades económicas inciden directa o indirnctamente en el 
medio ambiente; siendo que dichas obligaciones se traducen en: (i) la obligación 
de respetar (no afectar el contenido protegido del derecho) y (ii) la obligación de 
garantizar, promover, velar y, llegado el caso, de proteger y sancionar el 
incumplimiento de la primera obligación referida32

. 

26. Como conjunto de obligaciones, la prnservación de un ambiente sano y 
equilibrado impone a los particulares la o!:>ligación de adoptar medidas tendientes 
a prevenir, evitar o reparar los daños que sus actividades productivas causen o 
puedan causar al ambiente. Tales medidas se encuentran contempladas en el 
marco jurídico nacional que regula la protección del ambiente y en los respectivos 
instrumentos de gestión ambiental. 

27. Sobre la base de este sustento constitucional, el Estado hace efectiva la 
protección al ambiente, frente al incumplimiento de la normativa ambiental, a 
través del ejercicio de la potestad sancionadora en el marco de un debido 
procedimiento administrativo, así como mediante la aplicación de tres grandes 
grupos de medidas: (i) medidas de reparación frente a daños ya producidos, 
(ii) medidas de prevención frente a riesgos conocidos antes que se produzcan; y 
(iii) medidas de precaución frente a amenazas de daños desconocidos e 
inciertos33

. 

Bajo dicho marco normativo que tutcia el ambiente adecuado y su preservación, 
este Tribunal interpretará las disposiciones generales y específicas en materia 
ambiental, así como las obligaciones de los particulares vinculadas a la tramitación 
del procedimiento administrativo sancionador. 

IV. CUESTIÓN PREVIA 

29. 

30. 

3) 

33 

34 

En el recurso de apelación presentado por los señores Nora Mendoza, Paul 
Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja señalaron que la Resolución 
Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, , ha sido impugnada mediante un · proceso 
contencioso administrativo, el cualse encuentra pendiente de resolución por parte 
del Poder Judicial. 

Al respecto, se debe señalar que de la búsqueda efectuada en el sistema de 
consulta de expedientes judiciales - CEJ34 se advierte que, en efecto, en el 
Expediente Nº 06892-2017-0-1801-JR-CA-07 del 7° Juzgado Permanente en lo 
Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Lima, se encuentra tramitando 
a la solicitud ante el Poder Judicial para que se declare la nulidad de la Resolución 
Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, mediante la cual se confirmó la Resolución Nº 573-
2015-OEFA/DFSAI, a través de la cual se declaró que la señora Nora Yulisa 
Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa Inversión Amazónico 

Sentencia del Tribunal Co11stitucional recaída en ei expediente Nº 05471-2013-PA/TC (fundamento jurídico 7). 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el e,-.pediente f-J" o:5048-2007-PA/TC (fundamento jurídico 9). 

htlps://cej.pj.gob.pe/cej/forms/detalleform.html 
Consulta: 7 de agosto cíe 2018. 
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MenjA f.:. i. R. L. r,onforrn;,: .1 á-1r: ; •n JP ,pe, €7-U) i 1i ·,1rnco que contal)a con derechos 
mineros, cuya extensión r-;n ¡~0r1j¡Y1to :-~! .! fJE:r:~ l"ia las 2000 hectáreas, por lo que no 
cumplían con !a condiciúri est;-;1bl1,,;idr, fm -::d artículo 81 º del TUO de la Ley General 
de Minería para ser conridf:radoú en el f.,stra-ro de 18 pequeña y mediana minería 
artesanal. 

31 . Por otra parte1 se debe ter,e.r eilcuenfa qué, de la revisión del recurso de apelación 
presentado, se advierte que ed os tienen l~s siguientes cuestiones controvertidas: 

(i) Si la declaración · del grupo económico conformado por los señores Nora 
Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja (en 
adelante, grupo económico) es nula como consecuencia de la Sentencia 
A.P. Nº 8653-2015. 

(ii) 

(iii) 

(iv) 

(v) 

Si corresponde suspo~::k::- el prf:'Rr:, rüe procedimiento administrativo 
sancionador en atención 8.1 proc:('),)(¡ contencioso administrativo que ha 
iniciado el grupo económico ccntm !:1 Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA­
SE~-A o 8i se debe cc•iifü,uar c11n i::11 mis:110. 

Si durante el procec'.i;nicnto ,;¡::]m;-·.i,,t·;~~:vo sancionador se habría vulnerado 
el derecho de def~.:r,;.2. 

Si el OFF.A es r.o rr: pGtc::nt-.:-, :J ,.W 3 :;,-;1 ,·,(·;jc,:·0,x la conducta infractora detallada 
en el Cuadro Nº 1 ci:1 !3 prc) ,:. ¡s,nte, rm•• ,: 1,.•,:)i'ln. 

Si uxresponrlía f'.g r·r:\;n9r 2:I cri..!pc, e:·:nn/m1ico conformado por los señores 
Nora Mendnza y F-'::w'. ~k iq1 ·!0, d y !a ,~~rnpresa Inversión Amazónico Menja 
por la conducta referid,~ f•! <.hs2rr·cii 1.1 de actividades de mediana y gran 
minería sin contar víf~ i? cw·:ifl::8ci('1n arnbient.al respectiva. 

32. En esa línea, se apreci~ que l.:,, dnterminación de la existencia de un grupo 
económico perteneciente al e~trato de mecfü.'ln8 y gran minería es un presupuesto 
necesario para resolver el presente expediente, consideración que ha sido 
resuelta en el ámbito administrativo por el OEFA, pero que ha sido cuestionado 
ante el poder judicial, estand,..., pendiente un8 decisión firme del poder judicial al 
respecto. 

33. Asimismo, debe tenerse en cuenta que la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA­
SEM, tiene como fundamento !a Resolución de Consejo Directivo Nº 031-2014-
0EFA/CD, la cual fue de.ci.~radr-i il6g::d e i1iconstitucional mediante la A.P . Nº 8653-
2015, emitida por la Sala de Derecho Cí..-n!·,füucional y Social Permanente de la 
Corte Suprema de ~lusti c:18 de I,~ !1J~p1; l-·, !í··'.8, publicada en el diario oficial El 
Peru;:inr, ,=-i! día 24 de ma;··,:,· ch 20ft: · 

Por t~les corisi,krR,::iq¡10~;.: PFJ('I~: \P.ON !:,~ sentencia expedida por la Tercera 
Sala Civil de IR Corte :-_. 1: p,2ri•'."l r d,:i .! L;, ,", '. ;, , c!e Lma, de fechR dieciocho de marzo de 
dos mil quince, obrante a i'o !ios ,:ic,; ;,,i tr,-'i íl ta y tres , que declaró infundada la 
demanda de Acción Pcipul8r; y; ¡:~i-T O,·ü,11Í-\"!DOLA la declararon FUNDADA; en 
cunsecuencia: NUU\ ¡;io• ilerJ{ ::: ir,>, n:0.Ulucin:,Stl la Resolución de Consejo Directivo 
Nº 031-2014-0EFA/C 1

) , ele fed'. 9 cií•cr; ,.•iú >".f: tiembre de dos mil catorce, mediante 
la cual se aprueb,rn !r.,, Re!Jl11:; .Ju rid 'r;¡-;'., ;Y,:r::1 la aplicación del artículo 17 de la Ley 
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del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental en el ámbito de la 
fiscalización ambiental minera, Ley Nº 29325, modificado por la Ley Nº 30011 sin 
efecto retroactivo ( ... ) 
(Énfasis agregado) 

La proscripción de avocarse al cono"imiento de cªusas pendientes 

34. Sobre el particular, cabe indicar que la_ Constitución Política del Perú en el numeral 
2 del artículo 139º establece que: 

35. 

35 

Artículo 139º. - Son principios y derechos de la función jurisdiccional:( ... ) 
2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. Ninguna autoridad 
puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en 
el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que 
han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, 
ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan 
el derecho de gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio 
no debe, sin embargo, interferir e11 el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto 
jurisdiccional alguno. 

Con relación a lo establecido en dicho princ1p10 de la función jurisdiccional, 
respecto a que: "Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el 
órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones", en la sentencia 
recaída en el expediente Nº 003-2005-PI/TC35

, el Tribunal Constitucional ha 
precisado lo siguiente: 

149. ( ... ) Dicho párrafo del artículo 139.2 de la Ley Fundamental contiene dos 
normas prohibitivas. Por un lado, ía proscripción de avocarse el 
conocimiento de causas pendientes ante el órgano jurisdiccional; y, 
de otro, la interdicción de interferir en el ejercicio de la función confiada al 
Poder Judicial. 

150. Por lo que hace al avocamiento, en su significado constitucionalmente 
prohibido, consiste en el desplazamiento del juzgamiento de un caso o 
controversia que es de compete(lcia del Poder Judicial, hacia otra 
autoridad de carácter gubernamental, o incluso jurisdiccional, sobre 
asuntos que, además dé ser de su competencia, se encuentran pendientes 
de ser resueltos ante aquel. . La prohibición de un avocamiento 
semejante es una· de las garantías que se derivan del principio de 
independencia judicial, ( ... ). 

151 . En efecto, el principio de independencia judicial no sólo exige la 
ausencia de vínculos de sujt:ción o de irnposición de directivas políticas 
por parte de los otros poderes públicos o sociales, sino también la 
imposibilidad de aceptar intromisiones en el conocimiento de los casos y 
controversias que son de conocimiento del Poder Judicial. Pero, de otro 
lado, la prohibición del avocamiento de causas pendientes ante el 
Poder Judicial también es una garantía compenetrada con el derecho 
al juez predeterminado · por la ley, cuyo contenido 
constitucionalmente declarado excluye que una persona pueda ser 
juzgada por órganos que no ejerzan funciones jurisdiccionales o que, 

1 

Fundamentos jurídicos 149, 150 y 151. 

19 



ejerciéndolas, rm hmg:sm competenda previamente determinada en 
la ley para coriocer dF.i un caso o controversia. 
(Resaltado agr:)qacb ). 

36. Un estudio desde la Constitución comportR tener en cuenta lo expresado por el 
Tribunal Constitucional en_ !a sentencia rec;~ída en el expediente Nº 04952-2011-
PA/TC, pronunciamiento en el que ha señalado: 

• 4. ( ... ) debe explicarse el contenido del principio de proscripción de avocamiento 
indebido. El artículo .139.2 de l<:1 Constitución, en su parte pertinente, dispone que 
"[ ... ] Ninguna a_utoíidad puede avocarne a causas pendientes ante el órgano 
jurisdiccional ni inte¡ferir en el ejercicio de sus funciones[ ... ]". 

5. Como ya fue expresado por Aste CniE\~iado en la STC OOO3-2OO5-PI/TC (fund . 
149 y ss.), tal di$posición confü,nr. rJn .:, normas prohibitiv::is. "Por un lado, la 
proscripción de aw:c¡:m;E-) 31 ,::onor,¡,,,i,-:11t0 de causas pendientes ante el órgano 
jurisdiccional; y, <i0. c;tro, la inten_;¡, ·¡}.',¡: de interferir en el ejerr.icio de la función 
confiada al Poder Judici::ii". 

El referido avoc,~rniento, en ~;u 8i:Jnil'icado constitucionalmente prohibido, 
"consiste en el ciesr,i;,zrm,if~nt:) rt~I juz,ysmú.0 nto de un caso o controversia que es 
eje comretencia: d~11 F\,c;,-; r ,Iuc;;cia, , 1·,acia otra autoridad de carácter 
guliernamentai . o ;:·;ciu::·~, _;; •;\sdicdi:1°::~I, f:r,b/e asuntos que, además de ser de su 
competencia, s;-, ,:;ncu2 n iT<",:7 ;.1en('!: ,: :n~,;ie.; df, ser resue!tos ante aquel. La 
prnhibidón de ,_in ;y,,:oc,1rn i;, ;;to ,,,::irn::)-:::1':o s~ una de las garantías que se derivan 
del principio do i11dc:,p,~n(~s-1-: ,:.·i,1 _i:Kiic' 01I, p1.1esto qrJe como este Tribunal recordó en 
k:1 STC OO023--é'.OO?-.'\ !íT.:::: 

( ... ) El prhcipio de ii,C:s:,:xmdr')nc:a j:xliciéil eYige que el legislador adopte las 
medidas necesaria:,. y oportum,s a fin de que el órgano y sus miembros 
administren justicia con es'i:ricta sujeción al Derecho y a la Constitución, sin · que 
sea posible la injerencia de extraños [otros poderes públicos o sociales, e incluso 
órganos del mismo ente judicial] a la h_o;a de delimitar e interpretar el sector del 
ordenamiento jurídico que ha de aplicmse en cada caso [fundamento 29. Cf. 
igualmente, STC 0OO4-2OO6-ftJ/TC, fundamentos 17-18]. 

Así, el principio de independencia judicial exige "la imposibilidad de aceptar 
intromisiones en ei conocimiento de los casos y controversias que son de 
conocimiento del Poder Judicial. Pero, de otro lado, la prohibición del 
avocamiento de c2usas pendient8s ante el Poder Judicial también es una 
garantía cnmpenetrada con el dr:rer.ho si juez predeterminado por la ley, cuyo 
contenido constitur.ionalmente di":l;· r;;,cjo excluye que una persona pueda ser 
juzgada por órganos quf>_ no ¡,i,):;,:an funciones jurisdiccionales o que, 
ejerciéndolas. no tengan comp,8\ ',~11 :ia previamente determinada en la ley para 
Cú'lOCer de un C8S(l e COi1tJ·".> \/E:t!,¡ ;/ (,:, re 0OO3-2005-PI/TC, fund . 151 )". 

37. En esR línea, en la sent,~;n,_;i2 rcc;J ída ..:m l:;I E-,:pediente N° 01742-2013-PA/TC36
, 

el Tribunal Constituc!on~,:. ha pn-=:d·:;;sJo !,J ~iguiente sobre la proscripción de 
8\'0carsé: al conocimienic de c,::H.11,as pendientes: 

36 

8. Como y2, f1•e expre%;r:lo rrn (:,¡ Tribunal en la STC N. º OOO3-2OO5-PI/TC 
(fund. 149), la ci'i,po!,i,::ió1:-1 com~titucion8I (artículo 139°, inciso 2), de la 

Fundamantos jurídicos 8 y 9. 
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Constitución del Estado) contiene dos normas prohibitivas: "Por un lado, la 
proscripción de avocarse al conocimiento de causas pendientes ante el 
órgano jurisdiccional; y, de otro. la interdicción de interferir en el ejercicio 
de la función confiada al Poder Judicial". 

9. En su significado constitucionalmente prohibido: "consiste en el 
desplazamiento del juzgamiento dé un caso o controversia que es de 
competencia del Poder Judicial, hacia otra autoridad de carácter 
gubernamental, o incluso jurisdiccional, sobre asuntos que, además de ser 
de su competencia, se encuentran pendientes de ser resueltos ante 
aquel". (cf.STC 00023-2005-AI/TC): 

38. De lo señalado por el Tribunal Constitucional , · es posible entender que la 
prohibición de avocarse al conocimiento de causas pendientes ar,te el Poder 
Judicial constituye un mecanismo que garantiza la independencia de la función 
jurisdiccional. En ese sentido, en tanto no se afecte esa independencia, no se 
estará incurso en el supuesto de tal prohibición. 

39. En concordancia con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 139º de la 
Constitución, el artículo 4º del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, aprobado por el Decreto Supremo Nº 017-93-JUS37 (en adelante, TUO 
de la LOPJ), ha establecido qu8: 

Artículo 4º. - Carácter vinculante de las decisiones judiciales. Principios de la 
administración de justicia. 
Toda persona y autoridad 6Stá obligada a acatar y dar cumplimiento a las 
decisiones judiciales o de índole administrativa, emanadas de autoridad judicial 
competente, en sus propios términos, sin poder calificar su contenido o ·sus 
fundamentos, restringií sus efectos o interpretar sus alcances, bajo la 
responsabilidad civil, penal o administrativa que la ley señaia. 

Ninguna autoridad, cualquiera sea su rango o denominación, fuera de la 
organización jerárquica del Poder Judicial, puede avocarse al conocimiento de 
causas pendientes ante el órgano jurisdiccional. No se puede dejar sin efecto 
resoluciones judiciales con autoridad de cosa juzgada, ni modificar su contenido, 
ni retardar su ejecución, r:ii . cortar procedimientos en trámite, bajo la 
responsabilidad política, admini?trativa, civil y penal que !a ley determine en cada 
caso. 
Esta disposición no afecta el dérecho de gracia. 

40. A partir de lo establecido por el Tribunal Constitucional queda claro que el numeral 
2) del artículo 139º de la Constitución contempla, por un lado, la proscripción de 
avocarse al conocimiento de causas pendientes ante el órgano jurispiccional; y, 
de otro, la interdicción de interferir en el ejercicio de la función confiada al Poder 
Judicial. Ambas tienen sustento constitucional en el principio de independencia 
judicial que garantiza, desde una dimensión externa que la autoridad judicial no 
sea vea afectada por intereses fuera de la organización judicial y que no sea 
influenciada por presiones externs¡s; y desde una dimensión interna que la 

31 DECRETO SUPREMO Nº 017-93-JUS, que aprobó el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, publicado en el diario oficial El Peruano el 2 de junio de 1993. 
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autoridad judicial , en el ejercicio de l;:1 función jurisdiccional, no puede sujetarse a 
la voluntad de otros órrrmos jUl1.iciales, .~a.!vo que medie un medio impugnatorio . 

41. Al tener la prohibición df., avocamiento !ndebido la finalidad de garantizar la 
independencia judicial fm · !a ci imer:sión t')Xterna opera , en principio, como un 
estándar que debe ser respetado al mom,::,,nto de conocer de una controversia 
llevada a sede judicial ; ent.Ander la pro$cri0r,ión desde otra perspectiva conllevaría 
a desnaturalizarla y a cor;vrirtirla en un f:.irnr1 lf , acto declarativo. 

42. De igual forma, el artícu!o 4º rlf.!I · TLIC• •i ::: !a l..OPJ recoge lo establecido en la 
Constitución respecto dei princirici de ir.,j"!p-:rndencia judicial en su vertiente de 
proscripción del avocamiento inci8~:iicio. L.0 ~;?tablecido en dicho artículo debe ser 
entendida en los términos seI1alados suprn ,. sobre todo cuando se incorpora en la 
norma que regula las fundonss, pr:c; rrcgativas y deberes de los jueces del Poder 
,ludid21!. 

43. De lo anotado, fluye que ~.\ ni•.iol constitudon2I el principio de independencia judicial 
configura 12 proscripcit:n d,') ;;:1,•~·c:::c1rnk."!nto indebido y que esta prohibición se 
encuentra plasmada en la Ley Cwy:mica d,~d F'nder Judicial de manera clara y en 
los mismos térmirios utiliz2dc;,:, en Ir! (; :~rl ,:i P01ítica sin que pueda advertirse, ·en 
principio, que la prohibición ,::,¡¡ c1,mr:inh::- ,:;,,, n;; cueniTf; sujeta a ,s_i(cepción alguna . 

La _¡¿oncleración como_ ) ! fY TRmf,9nf;_:¡ _oar~l _decidir_ entre la .. proscrig_ción de 
avocamiento indebido y IE:_continuación_del procedimiento administrativo 

Aunque se ha señalado que la prohibición de avocamiento indebido no admite 
excepción alguna desde la visión del Tribunal Constitucional, pues se sustenta en 
el principio de independencia jud:cial y ello guarda armonía con la posibilidad de 
todo ciudadano de acced~r 2 un pros'•"!'."} judicial, se advierte que a nivel 
infraconstitucional se cl!enta con uns ,.~qulación procesal para la acción 
contencioso administr2tiv::i que bL•sca dotar de eficacia la actividad estatal 
asegurando que los actos 1;1dr.1 inistrativos f ;e rl icten en el marco del ordenamiento 
jurídico y se protejan los ci :~rechos sub_iGtivos :de los administrados. 

45. Es por ello que en el cumplimiento de 1~, funciones de los vocales debe recordarse 
que, de acuerdo al inciso b) del artículo 1W :-:!el Reglamento Interno del Tribunal 
de Fiscalización Ambient2il aprohado por R8r,niución de Consejo Directivo Nº 032-
2013-0EFA/CD38 y sus modificatorias, es F: 1n.-:-;i.-''in de los vocales evaluar que en la 
tramitación de lo$ procedimientos ~,~rninistl"ativo~. se hayan aplicado los principios 
y respetado los derechos 1/ pm8ntía~; pr.:;vistos en la Constitución Política del Perú , 
las leyes y demás norrn3s ;,.:; pi/rabies. 

46. Lo indicado sirve de marco ele,, ac', w.1sión a la función resolutiva encargada, por lo 
que cualquier deciBión qLiF.1 SE; :~ :-!c,ptc ciéhc:• c nmnrr.arse en la Norma Fundamental 
y l3s leyes y demás nc,rm::ifr.'él, rr. :)1:i v:> · por 81 r.ual debe entenderse que la 

38 RESOLUCIÓN DE CONS:JO Dlíl.f-Ci"'Vn ~1' o:~2-:,01:: -0 F.FP.;"C D. 
Artícu!o 16.- Funciones de los vo- ,fi l-~"; 
El vocal tiene las sig12ientes funcionE: :o: : 
b) Evaluar que en la tramitación de: le:; p!·o,:edi1T.i~nt0:; 2rlmini;;tr2iivos se hayan aplicado los principios y 
respetado los derechos y garantías pr~vistr;s en 1a Cons\itu.::ión P.:>litica del Perú , las leyes y demás normas 
aplicables. 
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prohibición de avocamiento indebido debe tener márgenes razonables de 
actuación donde la finalidad sea el respeto a la seguridad jurídica evitando en lo 
posible decisiones contradictorias. 

47. Ello, teniendo en consideración que existen resoluciones expedidas por el Tribunal 
de Fiscalización Ambiental que han sido declaradas nulas básicamente por haber 
sido emitidas sin tener en cuenta la existencia de procesos judiciales cuya 
pretensión tenía incidencia en lo resuelto en la vía administrativa. Dejar de advertir 
ello es negar la realidad de lo que ocurre en un Estado Social y Democrático de 
Derecho mirando solo una disposición legal fuera del contexto judicial. 

48. Cabe señalar que, la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, tiene como 
fundamento la Resolución de Consejo Directivo Nº 031-2014-OEFA/CD, la cual 
fue declarada ilegal e inconstitucional mediante la A.P. Nº 8653-2015, emitida por 
la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, publicada en el diario oficial El Peruano el día 24 de 
marzo de 2017. 

49. Por todo lo expuesto, debe concluirse que en virtud de la prohibición de 
avocamiento indebido y la aplicación del principio de razonabilidad, al efectuarse 
un test de conexidad entre las pretensiones de las demandas contencioso 
administrativas y la pretensión impugnatoria materia del recurso de apelación en 
el procedimiento administrativo sancionador, se ha verificado que la decisión 
judicial a dictarse en el Expediente Nº 06892-2017-0-1801-JR-CA-07 podría tener 
incidencia en la resolución administrativa a dictarse, por lo que además, al no 
tratarse de un acto administrativo que se encuentre en etapa de ejecución, 
corresponde suspender el procedimiento administrativo sancionador en el estado 
en que se encuentra hasta que se diluciden el proceso judicial iniciado por Paul 
Mendoza Quispe. 

Finalmente, habiéndose dispuesto la suspensión del procedimiento administrativo 
sancionador, no corresponde emitir pronunciamiento respecto a los argumentos 
del recurso de apelación presentado por Nora Yulisa Mendoza Jancco, Paul Mario 
Mendoza Quispe e Inversión Amazónico Menja E.I.R.L. 

De conformidad con lo dispuesto en el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo Nº 006-
2017-JUS; la Ley Nº 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental; el Decreto Legislativo Nº 1013, que aprueba la Ley de Creación, 
Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente; el Decreto Supremo Nº 013-
2017-MINAM, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del OEFA; y la 
Resolución Nº 032-2013-OEFA/CD, que aprueba el Reglamento Interno del Tribunal de 
Fiscalización Ambiental del OEFA. 

SE RESUELVE: 

RIMERO.- SUSPENDER provisionalmente el recurso de apelación presentado por los 
eñores Nora Yulissa Mendoza Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa 

Inversión Amazónico Menja E.I.R.L., contra la Resolución 
Nº 1708-2017-OEFA/DFSAI del 22 de diciembre de 2017, hasta que culmine el proceso 
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contencioso administrativo sobre la impugnación de la Resolución Nº 073-2015-
OEFAffFA-SEM del 24 de noviembre del 2015 (Expediente 06892-2017-0-1801-JR-CA-
07), por los fundamentos expuestos en la parte considerativa de la presente resolución . 

SEGUNDO. - Notificar la presente resolución a los administrados Nora Yulissa Mendoza 
Jancco, Paul Mario Mendoza Quispe e Inversión Amazónico Menja E.I.R.L., así como a 
la Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos. 

Regístrese y comuníquese . 

...... t •= ······················:·········· ✓~AURICIO RA IREZ ARROYO 
~ _ Voca 

Sala Especializada en Minería, Energía, 
Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 

~i 
....... í\\\ -~····· · ·······················~········ \ ,iilR'cos RTIN\YUI PUNIN 

o✓a1 
Sala ~cializacilen Minería, Energía, 

Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 
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VOTO DISCREPANTE DE LOS VOCALES SEBASTIÁN ENRIQUE SUITO 
LÓPEZ Y CARLA LORENA PEGORARI RODRIGUEZ 

Guardando el debido respeto por la opinión vertida en mayoría por los colegas vocales, 
emitimos nuestro voto discrepante respecto de la decisión adoptada en la Resolución 
Nº 226-2018-OEFA/TFA-SMEPIM que suspende el procedimiento administrativo 
sancionador en el estado en que se encuentra hasta que se dilucide el proceso judicial 
contra la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM. 

Al respecto, debemos indicar que en esta ocasión emitimos el voto en discordia 
siguiendo la línea jurisprudencia! uniforme sentada por la Sala Especializada en Minería, 
Energía, Pesquería e Industria Manufacturera en las Resoluciones Nos 049-2017-
OEFA/TFA-SMEPIM del 11 de octubre de 2017, 084-2018-OEFA/TFA-SMEPIM del 5 
de abril de 2018, 147-2018-OEFA/TFA-SMEPIM del 25 de mayo de 2018 y 157-2018-
OEFA/TFA-SMEPIM del 1 de junio de 2018 en lo concerniente al no dictado de medida 
cautelar o mandato judicial que ordene la suspensión del procedimiento administrativo 
sancionador. 

A mayor abundamiento, corresponde señalar que nuestra opinión es compartida por el 
Tribunal Constitucional -siendo éste el órgano supremo de interpretación y control de la 
constitucionalidad- como por ejemplo, en las Sentencias recaídas en los Expedientes 
Nos 2877-2006-PA/TC y 00978-2012-PA/TC; así como también por otros órganos 
colegiados, como por ejemplo, el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de 
la Protección de la Propiedad Intelectual (lndecopi) en el Expediente Nº 364-
2012/PS/IMC (Resolución Nº 3561-2013/SPC-INDECOPI); y, finalmente en los Informes 
Nos 022-2017-SUNAT/500000 emitido por la Superintendencia Nacional de Aduanas y 
de Administración Tributaria (SUNAT) y 064-2017/DTN emitido por Organismo 
Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE). 

Asimismo, debemos mencionar que el Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del OEFA, 
en el Informe Nº 231-2018-OEFA/OAJ de fecha 6 de julio de 2018, señala que: "la 
interposición de una demanda contenciosa administrativa contra un acto emitido en 
segunda instancia que agota la vía administrativa, no afecta su carácter ejecutaría, ni 
suspende sus efectos durante la tramitación del referido proceso, para que ello se 
configure, es necesario una medida cautelar dispuesta por el órgano jurisdiccional." 

Por tanto, los vocales que suscriben el presente-voto son de la opinión que la Resolución 
Nº 226-2018-OEFA/TFA-SMEPIM debió ser redactada en base a las consideraciones 
de hecho y de derecho que exponemos seguidamente: 

l. DELIMITACIÓN DE PRONUNCIAMIENTO 

1. Considerando que a través de la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, el 
TFA confirmó la Resolución Directora! Nº 573-2015-OEFA/DFSAI mediante la cual 
se declaró que los señores Nora Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión 
Amazónico Menja, conforman un grupo económico que pertenece al estrato de la 
mediana y gran minería; corresponde al TFA emitir pronunciamiento solo sobre 
aquellos argumentos alegados por el grupo económico en el recurso de apelación 
sometido a conocimiento, destinados a cuestionar el acto administrativo contenido 

25 



en la Resolución Directora! Nº 1708-2017-OEFA/DFSAI, que declaró la 
responsabilidad administrativa por la comisión de la conducta infractora detallada 
en el Cuadro Nº 1 de la presente resolución . 

2. Por tanto, acorde con lo previsto en el numeral 215.3 del artículo 215º del TUO de 
la LPAG39 , en el presente caso el pronunciamiento del TFA se referirá 
exclusivamente sobre dicho extremo en cuestión. 

11. CUESTIONES CONTROVERTIDAS 

3. Las cuestiones controvertidas a resolver en el presente caso son las siguientes: 

(i) Si la declaración del grupo económico conformado por los señores Nora 
Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja (en 
adelante, grupo económico) es nula como consecuencia de la Sentencia 
A.P. Nº 8653-2015. 

(ii) Si corresponde suspender el presente procedimiento administrativo 
sancionador en atención al proceso contencioso administrativo que ha 
iniciado el grupo económico contra la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA­
SEM o si se debe continuar con el mismo. 

(iii) Si durante el procedimiento administrativo sancionador se habría vulnerado 
el derecho de defensa. 

(iv) Si el OEFA es competente para sancionar la conducta infractora referida a 
desarrollar de actividades de mediana y gran minería sin contar con la 
certificación ambiental respectiva. 

(v) Si correspondía sancionar al grupo económico conformado por los señores 
Nora Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja 
por la conducta referida al desarrollo de actividades de mediana y gran 
minería sin contar con la certificación ambiental respectiva. 

111. ANÁLISIS DE LAS CUESTIONES CONTROVERTIDAS 

111.1 

4. 

39 

Si la declaración del grupo económico conformado por los señores Nora 
Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja es nula 
como consecuencia de la Sentencia A.P. Nº 8653-2015 

Mediante la Resolución Directora! Nº 573-2015-OEFA/DFSAI, confirmada por la, 
Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, se declaró que los señores Nora 
Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja, conforman 
un grupo económico que pertenece al estrato de la mediana y gran minería, por lo 
que previamente al análisis de la presente cuestión controvertida , esta sala 
considera importante exponer el marco normativo empleado por la DFSAI para 

TUO de la LPAG 
Artículo 215.- Facultad de contradicción( ... ) 
215.3 No cabe la impugnación de actos que sean reproducción de otros anteriores que hayan quedado firmes , 

ni la de los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido recurridos en tiempo y forma. 
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determinar el real estrato al que pertenecen los administrados que desarrollan 
actividades mineras. 

Normas que regulan la facultad del OEFA para determinar el real estrato de los 
administrados 

5. El artículo 17° de la Ley del SINEFNº dispone lo siguiente: 

( ... ) cuando el OEFA obtenga indicios razonables y verificables del incumplimiento 
de las condiciones para que una actividad se encuentre en el ámbito de 
competencias de los gobiernos regionales, y por tanto su condición actual debiera 
corresponder al ámbito de competenc:as del OEFA, este se encontrará facultado 
para desarrollar las acciones de fiscalización ambiental a que hubiere lugar. 

6. En el marco de la función normativa del OEFA --que comprende la facultad de 
dictar en el ámbito y materias de sus competencias las normas que regulan el 
ejercicio de la fiscalización ambiental-, fue emitida la Resolución Nº 031-2014-
OEFA/CD, a través de la cual se aprobaron las "Reglas jurídicas para la aplicación 
del artículo 17° de la Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental en el ámbito de la fiscalización ambiental minera", dispositivo que tiene 
por finalidad: 

7. 

41 

( ... ) determinar el real estrato al que pertenecen los administrados que desarrollan 
actividades mineras, de conformidad con lo establecido en el Artículo 91 º del Texto 
Único Ordenado de la Ley General de Minería, así como para identificar 
correctamente a la entidad competente para fiscalizarlos41 . 

La referida resolución es aplicable a aquelios administrados 

Ley 29325 
Artículo 17º. - Infracciones administrativas y potestad sancionadora 
Constituyen infracciones administrativas bajo el ámbito de competencias del Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental (OEFA) las siguientes conductas: 
a) El incumplimiento de las obligaciones con.tenidas en la normativa ambiental. 
b) El incumplimiento de las obligaciones a cargo de io,, administrados establecidas en los instrumentos de gestión 
ambiental señalados en la normativa ambiental vigente. 
c) El incumplimiento de los compromisos ambientales asumidos en contratos de concesión. 
d) El incumplimiento de las medidas cautelares, preventivas o correctivas, así como de las disposiciones o 
mandatos emitidos por las instancias competentes del OEFA. 
e) Otras que correspondan al ámbito de su competencia. 
El cumplimiento de las obligaciones ambieniales fiscalizables antes mencionadas es obligatorio para todas las 
personas naturales o jurídicas que realizan las actividades que son de competencia del OEFA, aun cuando no 
cuenten con permisos, autorizaciones ni títulos habilitantes para el ejercicio de las mismas. Esta disposición es 
aplicable a todas las Entidades de Fiscalización Ambiental (EFA), respecto de sus competencias, según 
corresponda. 

Cuando el OEFA obtenga indicios razonables y verificables del incumplimiento de las condiciones para que una 
actividad se encuentre en el ámbito de competencias de los gobiernos regionales, y por tanto su condición actual 
debiera corresponder al ámbito de competencias del OEFA, este se encuentra facultado para desarrollar las 
acciones de fiscalización ambiental a que hubiere iugar. 

( .. ) 
Numeral 1.1 del artículo 1 ºdela Resolución N° 031-2014-OEFA/CD. De manera adicional, de acuerdo con el 
numeral 1.2 del artículo 1 ºdela citada resolución, esta norma pretende evitar que quienes desarrollan actividades 
mineras de mediana o gran minería eludan la fiscalización ambiental a cargo del OEFA, simulando ser pequeños 
mineros o mineros artesanales. 
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8. 

9. 

42 

43 

44 

45 

que incumpl0n unc1 o rnái.; de las c:,rn:iir.iont:-}S establecidas en el Artículo 91 º del 
Texto Único Ordené11~0 de h l.r:~y GenGral ce Mnería para ser considerados como 
pequeños productora::, rr:i;,erc,s o !='rodur,tores mineros artesanales, de modo que en 
maliciad califican como mlm!ni•;tr~;i:V:, ,fo !a mediana o gran minería42 . 

En tal sentido, dicha reso!ución E·s 8.p!icabl8 a aauellos administrados que no se 
encuentran inscritos como tíí'.Ulares mineros pertenecientes al estrato de la 
mediana o gran minería pero que, sin embargo, poseen por cualquier título minero 
más dos mil (2 000) hectáreas para f;i caso del pequeño productor minero y más 
de mil (1 000) hectáreas para el caso de minero artesanal43

; de forma tal que en 
realidad pertenecen a estratos distintos a los señalados44 , encontrándose por 
tanto sujetos a fiscalización ambiental por parte del OEFA. 

De esta manera, la facultad para determinar el real estrato al que pertenecen el 
grupo económico tiene como base legal l:1 I .. E;y Nº 29325, y se encuentra regulada 
por la Resolución Nº 031--2014-OEFA/CD45 . 

Sobre la base de dicho marco norm2ii\i0. mediante la Resolución Directora! Nº 
573-2015-OEFA/DFSAI, cnnfirrr.a:.Ja p(V f:I TFA. mediante la Resolución Nº 073-
2015--OEFAffFA-SEM, ia DFSPJ d~clar(1 que los señores Nora Mendoza y Paul 
Mendoza y la empresa !nvr~rsión .A.mnzónico Menja conforman un grupo 
económico que pertenece al e$•n ito cif- la mc::,;~i~na y gran minería, pues contaba 
con derechos mineros cuy8 extensión, en G'.lnjunto, ascendía a un total de 2634.69 
hectáreas; superando ca:·, ello k1 cc11dic:ión f-~stablecida en el artículo 91 º del TUO 
de la l.0y General de ~11i:'ierír:3 p::1rn c;:::!ific,~r como pequeño productor minero o 
productor minero artes::mR!. 

Resolución Nº 031-2014-0EFA/CD 
Artículo 2º. • Ámbito de aplicación 
La presente norma resulta aplicable par:, aquellos administrarlos que incumplen una o más de las condiciones 
establecid::is en el Artículo 91 º del Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería para ser considerados 
como pequeños productores mineros o productores mineros artesanales, de modo que en realidad ca!ifican como 
administrados de la mediana o gran minería. No resulta aplicable para los administrados que se encuentren 
inscritos como titulares de la mediana o gran minería. 

Asimismo. tener una capacidad instalada de producción y/o beneficio mayor a 350 toneladas métricas por día 
para el caso de pequeño productor rr:inero y mayor a 25 toneladas métricas por día para el minero artesanal. 

Artículo 2º de la Resolución Nº 031-2014-0EFJ\/CD. 

Asimismo, el artículo 14º de la Ley Nº 2"?651 , Ley d•1 fü::t<?,iznción y Promoción de la Pequeña Minería y la 
Minería Artesanal establece las acci•)nes de fiscalimdt' r: :: ;:;2nción a cargo del OEFA, en caso se incumplieran 
l;,s cond!c,or1es er.tablecidas en el 3;tícu:o 91º d,;,I D: .·.;,,i , St•p,emo Nº 014-92-EM. 

Artículo 14º. - Sostenibilid·3.:: \1 fis:;2.lizé:lci,.í;1 . 
Los gobiernos regionales ti;,nen a su Cé!r¡=io ,-.,:,_,: ,ii:i:d:i0n. sanción y demás facultades que les han sido 
transferidas en el n12.rc'J ciei pl'oce~,o . t!e '3,~,, .:~ni:-aliz2ción, de q:;ienes eiercen actividad minera 
r:umpliendo con las tres co:~•.li:.io1e,, pre,;ist,, ,; Gí, el :".rtículo 9-1° del Texto Único Ordenado de la Ley 
General de Mineria , se enc:nntr2n '°' no zc.r~0i'. 3dcs CL' r,~o ¡:¡equeños productores mineros o productores 
mineros artesanales ante l.i Direc,.-:f,:-: t?1::n-,,rnl de Mini,,·ía. En caso de que cualquiera de las tres 
condiciones antes mencionada:; n•.1 :;:> •::urnplic:,1;1, !él fü:,_::.i::rnción y sanción estará él cargo del OEFA, el 
Ministerio de Trabajo y [';c,moción d¡,i ::=n·•~leo y r.ir:: Osi:,rngmin, según sus respectivas competencias . 
Corresponde al Gobiern::i Naci~nHI la r.1pro:nck1:-1 r:e los planes y determinación de las acciones 
re:acionadas con la forma::z::ición de lis r::ctiv:clé,ck~ dA pequeña minería y minería artesanal, los que 
se~án de obligatorio cu:n¡,liil:L"nto de las a•1ic,rirlildG', Gn los tres niveles de gobierno y de los que ejercen 
dicha actividad minera. 
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1 O. Ahora bien, en su recurso de apelación el grupo económico señaló que mediante 
la A.P. Nº 8653-2015, publicada en el diario oficial El Peruano, 24 de marzo de 
2017, se declaró nula la Resolución Nº 031-2014-OEFA/CD, puesto que era ilegal 
e inconstitucional por contravenir el derecho a la igualdad, el debido proceso y lo 
dispuesto por la Ley Nº 29325. 

11. En esa línea, los recurrentes señalar que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 
83º del Código Procesal Constituc:onal, se desprende que las disposiciones 
reguladas por una norma que fue declarada ilegal o inconstitucional no recobran 
vigencia. Por tanto, señalan que las referidas disposiciones no son aplicables a 
los procedimientos que se inicien con posterioridad o se encuentren en trámite. 

12. Al respecto, se debe señalar que conforme al numeral 4 del artículo 200º de la 
Constitución Política, la Acción Popular es una garantía constitucional que 
procede, por infracción de la Constitución y de la ley, contra los reglamentos, 
normas administrativas y resoluciones y decretos de carácter general, cualquiera 
sea la autoridad de la que emanen. 

13. Asimismo, se debe indicar que el proceso constitucional de acción popular es 
regulado por la Ley Nº 28237, Código Procesal Constitucional, conforme se 
desprende del artículo I del Título Preliminar de la citada norma. 

14. El artículo 81 º de la Ley Nº 28237, Código Procesal Constitucional, establece lo 
siguiente: 

1515. 

Artículo 81º. - Efectos de la Sentencia fundada 
Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de inconstitucionalidad dejar. sin 
efecto las normas sobre las cuales se pronuncian. Tienen alcances generales y 
carecen de efectos retroactivos. Se publican íntegramente en el Diario Oficial El 
Peruano y producen efectos desde el día siguiente de su publicación. Cuando se 
declare la inconstitucionalidad cie normas tributarias por violación del artículo 74 de 
la Constitución, el Tribunal debe detarminar de manera expresa en la sentencia los 
efectos de su decisión en el tiempo. Asimismo, resuelve lo pertinente respecto de 
las situaciones jurídicas producidas mientras estuvo en vigencia. Las sentencias 
fundadas recaídas en el proceso de acción popular podrán determinar la nulidad, 
con efecto retroactivo, de las norrT1as impugnadas. En tal supuesto, la sentencia 
determinará sus alcances en el tiempo. Tienen efectos generales y se publican en 
el Diario Oficial El Peruano. 

Por su parte, el artículo 83º del Código Procesal Constitucional establece lo 
siguiente: 

Artículo 83º. - Efectos de la irretroactividad 
Las sentencias declaratorias de ilegalidad o inconstitucionalidad no conceden 
derecho a reabrir procesos concluidos en los que se hayan aplicado las normas 
declaradas inconstitucionales, salvo en las mate1·ias previstas en el segundo párrafo 
del artículo 103 y último párrafo del artículo 74 de la Constitución. 

Por la declaración de ilegalidad o inconstitucionalidad de una norma no recobran 
vigencia las disposiciones legales que ella hubiera derogado. 
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16. Conforme a dicho marco jt ,(idic::·, s0 vt?r ifica. aws ün la A.P. N° 8653-2015, la Sala 
de Derecho Constitucional y fX:icial Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
de la República , emitió el siguient~1 pror1unciamiento: 

Por tales consideraciones: REVOCARON la sentencia expedida por la Tercera 
S2!1a Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha dieciocho de marzo de 

. dos mil quince, obrante a folios dento treinta y tres, que declaró infundada la 
demanda de .Acción Fopula·r; y, REFORMÁNDOLA la declararon FUNDADA; en 
consecuencia : NULA por ilegal e inconstitucional la Resolución de Consejo Directivo 
Nº 031-2014-OEfA/CD, de fecha cin,;o dA setiembre de dos mil catorce, mediante 
la cual se aprueban las Reglas ,lurídic:Rs para la aplicación del artículo 17 de la Ley 
del Sistema Nacional · de E'Jaluación y l= iBc;::,lización Ambiental en el ámbito de la 
fiscalización ambiental minera, Ley :·.!º :?037-5, modificado por la Ley N° 30011 sin 
efecto retroactivo ( ... ) 
(Énfasis agreg2do) 

: 7. Como se puede advertir (.!;:., i ,::! ·:. ,i,:J.J pn:,:\1!'\;~¡:- ,r1iP.nto, si bien medi~rnte la A.P . Nº 
8653--2015 se declaró n,1 !::,1 la H,• ~;cluci6n í·r· 031-2014-OEFA/CD, la Sala de 
Derecho Constituciow=d y Sor.is! Pr,rm;m f~nte de la Corte Suprema estableció 
expresamente que dicha rJGclaí2.torici de nulid8d no tiene efectos retroactivos, es 
decir, sus efectos no alc;mzan [: :x)os em itidos con anterioridad a la emisión de 
dicho pronunciamiento. Por t~nto. conü8(.::rnente a lo ale!'.Jado por el grupo 
económico, !a nulidad c:!e la Rc<::n!ución N'' 03 ·1-2014-OEFA/CD, no alcanza a la 
declaración de grupo económico , emrtida mediante la Resolución Directora! Nº 
57:3-2015-0EFA/DFSAI, conf: r~1ad;.1 por el TFA mediante la Resolución Nº 073-
2015-OEFA/TFA-SEM. 

·18. Dicha conclusión, es concordante con io er-tablecido en el artículo 83º del Código 
Procesal Constitucional puesto que en este caso no se ha reabierto el proceso de 
determinación de grupo económico, el cual, ha quedado firme en la vía 
administrativa y se encuentra sometida e'l 1m proceso contencioso administrativo , 
como se detalló previamP-nte. Por esta razón, corresponde desestimar este 
extremo del recurso de apelación. 

111.2 

29. 

Si corresponde suspender el presente procedimiento administrativo 
sancionador en atención al proceso contencioso administrativo que ha 
iniciado el grupo económico Gontrn !,?. Rm;olución Nº 073-2015-OEFA/TFA­
SEM o si se debe continuar con Ell m1~mo 

En su recurso de apelación, el señoí F=.'. LII Mendoza señaló que la Resolución 
Nº 073-2015-OEFNTF.A,-Sf.M ha sidc impugnada mediante un proceso 
contencioso administmtivo, E-)1 cu.S' l !K• ,rncunntra en trámite ante el Séptimo 
Juzgado Permanente Contencios'J ,l\,;:lrn ini :..trntivo de Lima (Expediente Nº 6892-
2016) , razón por la cuai con"id1'"; ra que no debería continuarse el presente 
procedimiento. 

19. Al respecto, se debe 5,;,fialar f1 ;F: $! b(>:-:m E-m ni presente procedimiento recursivo , 
este tribunal se avoca únicamente ,:1 c<m0,:0r el recurso de apelación interpuesto 
por los administrados contra la HE-;soiu'··ir,n Directora! Nº 1708-2017-OEFA/DFSAI ; 
se debe tener presente quo ciicha rsi,.oJur,ión fue emitida luego de que la DFSAI , a 
travég de la Resolución Directora! N" 573-2015-OEFA/DFSAI , confirmada 
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mediante Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM, declarara que la señora Nora 
Mendoza, el señor Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja 
conforman un grupo económico que pertenece al estrato de la gran y mediana 
minería, por lo que corresponde evaluar si resulta pertinente continuar o 
suspender el presente procedimiento en atención a la demanda contenciosa 
administrativa iniciada por el administrado. 

20. Sobre el particular, cabe indicar que la Constitución Política del Perú en el numeral 
2 del artículo 139º establece que: 

21. 

46 

Artículo 139º. - Son principios y derechos de la función jurisdiccional: ( ... ) 
2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. Ninguna autoridad 
puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en 
el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que 
han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, 
ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan 
el derecho de gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio 
no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto 
jurisdiccional alguno. 

Con relación a lo establecido en dicho princ1p10 de la función jurisdiccional, 
respecto a que: "Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el 
órgano jurisdiccional ni intefierir en el ejercicio de sus funciones", en la sentencia 
recaída en el expediente N° 003-2005-PI/TC46 , el Tribunal Constitucional ha 
precisado lo siguiente: 

149. ( ... ) Dicho párrafo del artículo 139.2 de la Ley Fundamental contiene dos 
normas prohibitivas. Por un lado, la proscripción de avocarse el 
conocimiento de causas pendientE:s ante el órgano jurisdiccional; y, 
de otro, la interdicción de interferir en el ejercicio de la función confiada al 
Poder Judicial. 

150. Por lo que hace al avocamiento, en su significado constitucionalmente 
prohibido, consiste en el desplazamiento del juzgamiento de un caso o 
controversia que es de competencia del Poder Judicial, hacia otra 
autoridad de carácter gubernamental, o incluso jurisdiccional, sobre 
asuntos que, además de, ser de su competencia, se encuentran pendientes 
de ser resueltos ante aquel. La prohibición de un avocamiento 
semejante es una de las garantías que se derivan del principio de 
independencia judicial, ( ... ). 

151. En efecto, el principio de independencia judicial no sólo exige la 
ausencia de vínculos de sujeción o de imposición de directivas políticas 
por parte de los otros poderes públicos o sociales, sino también la 
imposibilidad de aceptar intrornisiones en el conocimiento de los casos y 
controversias que son de conocimiento del Poder Judicial. Pero, de otro 
lado, la prohibición del avocamiento de causas pendientes ante el 
Poder Judicial también es una garantía compenetrada con el derecho 
al juez predeterminado por la ley, cuyo contenido 
constitucionalmente declarado excluye que una persona pueda ser 
juzgada por órg,111os que no ejerzan funciones jurisdiccionales o que, 

Fundamentos jurídicos 149, 150 y 151. 
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ejerciéndola!';, 110 tengan competencia previamente determinada en 
la ley para r.cnocer de un casi) e controversia . 
(Resaltado 2f,' P3Q,~do ). 

22. En esa llnea, en la sentencia recaíd~;. en elexpediente Nº 01742-2013-PA/TC47 , el 
Tribunal Constitucional ha precisado ló ,,i¡:r 1ir-;nte sobre la proscripción de avocarse 

23. 

6 24. 

47 

48 

al conocimiento de cáusár; pendientes: · 

8. Como ya fue exprr1s8do ¡::-:;- ,· d Tribunal en la STC N.º 0003-2005-PI /TC 
(fund. 149), la di8posicir1r, wnstitucional (artículo 139°, inciso 2), de la 
Constitución del Est2do) cor1tis 'l ~) rl '.~,s normas prohibitivas: '-Por un lado, la 
proscripción de avocarse al C<HWcimiento de causas pend ientes ante el 
órg;::: ,10 juri~ .. rlicciona l; 1/ , de, otro, la interdicción de interferir en el ejercic io 
de 13 funciúr; m nfiaria ª' l°'Oc:er Judicial". 

9. En su sic;nificado _<:~!tJ;°?!lt4c~[9_r¡_ª!m~mte prohibido;_ "consiste en el 
desplazamí;,ntc, ch! j L.:zqar,1iP.ni:o de un caso o controversia que es de 
competencia del Poder Judicial, hacia otra autoridad de carácter 
gubernarnenta!, o inc!u s0 j· •risd ic:cional, sobre asuntos que, además de ser 
de su comretenci.;: , se encuentran pendientes de ser resueltos ante 
aquel" . (cf.STC 0002:3-~00f.i-,l\l/TG). 

De lo señalado por el Tri t,unal Co11stituc:irmal, es posible entender que la 
prohibición de avocarse al C'.)POcimiento de causas pendientes ante el Poder 
Judicial constituye un mecanismo que garantiza la independencia de la función 
jurisdiccional. En ese sentido, en tanto no se afecte esa independencia , no se 
estará incurso en el supuesto dt1 ta! r,rohihición. 

En concordancia con In dispuesto on E;! numeral 2 del artículo 139º de la 
Constitución, el artículo 4" del Texto 1:Jnic-::, Oídenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial , aprobado por el !)er,reto ~1upreí'1o Nº 017-93-JUS48 (en adelante, TUO 
de la LOPJ), ha establecido que: 

Artículo 4º. - Carácter vl\ncJlantc' d3 las decisiones judiciales. Principios de la 
administración de iusticia . · · 
Toda persona y áutorid d está obligada a acatar y dar cumplimiento a las 
decisiones judiciales o de índole éldmini;_: trativa , emanadas de autoridad judicial 
competente, en s1 1s propios términos, sin poder calificar su contenido o sus 
fundamentos , re,,tringir sus efectos o interpretar sus alcances. bajo la 
responsahiiidad civii, penai o éi c:ministrativa que la ley señala. 

Ninguna autoridad, cualqu iera sea su rango o denominación , fuera de la 
organizacic'in jerárc:1 1:;;2 ck: F-'od8' .Judicial , puede avocélrse al conocimiento de 
causas p€ndiente:, ante 1::i órgano jurisdiccional. No se puede dejar sin efecto 
resoluciones judic::s,lf.:s r.:~:i J tr::c-r " !ac: de Gosa juzgada, ni modificar su contenido , 
ni retardm su i:ijeCL'Giú; 1. ni cc,,t~c procedimientos en trémite, bajo la 

Fundamentos jurídicos 8 y 9. 

DECRETO SUPREMO Nº 017--93-JUS, que !!probó el Texto Úníco Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial , publicado en el diario ofici2I El Peruano el 2 de junio de 1993. 
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responsabilidad política, administrativa, civil y penal que la ley determine en cada 
caso. 
Esta disposición no afecta el derecr.o de gracia. 

25. Por otro lado, el artículo 25º dei Texto Único Ordenado de la Ley Nº 2758449
, Ley 

que Regula el Proceso Contencioso Administrativo, aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 013-2008-JUS y modificado por Decreto Legislativo Nº 1067, dispone 
que: 

Artículo 25º. - Efecto de la Admisión de la demanda 
La admisión de la demanda no impide la vigencia ni la ejecución del acto 
administrativo, salvo que el Juez mediante una medida cautelar o la ley, 
dispongan lo contrario. 
(Énfasis agregado) 

26. De acuerdo a dicha norma, la admisión de la demanda (acción contenciosa 
administrativa) y el trámite de la misma no puede afectar la vigencia ni la ejecución 
del acto administrativo impugnado, falvo decisión judicial cautelar o normal legal 
que indique lo contrario50

. 

Al respecto, el profesor Guzmán Napurí ha señalado que: 

La norma dispone que la interposición de ia demanda contenciosa administrativa 
cabe únicamente contía la resolución o denegatoria ficta que agoten la vía 
administrativa, y no suspende lo resuelto por la entidad o por el Tribunal, 
según corresponda, a menos que en el proceso se obtenga una medida 
cautelar en dicho sentido. Siendo en este caso de aplicación el principio de 
ejecutoriedad del acto admlnistrativn, que se encuentra corroborado con el Texto 
Único Ordenado de la Ley que Regula el Pioceso Contencioso Administrativo. 51 

(Énfasis agregado). 

28. Asimismo, el profesor Priori Posada refiere que: 

49 

50 

51 

52 

( ... ) uno de los privilegios de la Administración es el de la ejecutividad de los 
actos administrativos, conforme el cual el inicio del proceso contencioso 
administrativo no supone la suspénsión del acto impugnado, salvo, claro está, 
que en el proceso se haya solicitado alguna medida cautelar tendiente a 
suspender los efectos del acto impugnado52 . (Énfasis agregado). 

DECRETO SUPREMO Nº 013-2008-JUS, que aprobó el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27584, Ley que 
Regula el Proceso Contencioso Administrativo, publicado.en el diario oficial El Peruano el 29 de agosto de 
2008. -
Artículo 25º. - Efecto de la Admisión de la demanda 
La admisión de la demanda no impide la vigencia ni la ejecución del acto administrativo, salvo que el Juez 
mediante una medida cautelar o la ley, dispongan 10 contrario. 

CERVANTES ANAYA, Dante A. Manual de Derecho Administrativo. Sexta Edición. Lima: Editorial Rodhas 
SAC. 2009, p.760. 

GUZMÁN NAPURÍ, Christian. Manual de la Ley de Contratáciones del Estado: Análisis de la Ley y su 
Reglamento. Primera edición. Lima: Gaceta .Jurídica SA, 2015, p.512. 

PRIORI POSADA, Giovanni. Comentarios a la Ley del Pmceso Contencioso Administrativo. Lima: Ara Editores, 
2002, pág. 155. 
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29. Conformo a lo exruesto, s0. verifica q! 1-': , :;- • interposición de la acción contenciosa 
adminlstrativa5

:; no deber:,~, st•~pe1Kh:r :.~, rrJsuelto por la autoridad administrativa , 
en tanto no haya un8 di:-.r-1osición j1x-n ,~;;JI r¡ue ordene a través de una medida 
cautelar dicha suspensiór,. 

30. En relación con la ejecutoriedac! rJe. lás resoluciones administrativas, en el artículo 
201 º del TUO de la LPAC54 se h?. di:3puest6 que los actos administrativos tienen 
carácter ejecutorio, salve 'que exda alguna rlisposición legal expresa que señale 
lo contrario, o algún mandato _iud!cia!, o que los mismos estén sujetos a condición 
o plazo conforme 21 ley_ P0r tan to, la,; resoluciones que ponen fin al procedimiento 
administrativo irnpugnatorieo (procedimiento recursivo), como son en este caso las 
resoluciones del TFP,, c:c,nstituycn decisiones de última y definitiva instancia 
administrativa que son ejer:uté1r.•les en :úus términos. 

31 . En ese orden de ideas, de acuerdo con lo expuesto precedentemente, la ejecución 
de lo resuelto en última insürncia administrativa sólo se podrá suspender si el 
administrado, al haber acudido al Poder Judicial para cuestionar dicha decisión55

, 

mediante la acción cont8nciosa administrativa, obtiene una medida cautelar a su 
favor y por el tiempo de vigencia de la misma, en concordancia con lo establecido 
en los artículos 608º y 612 '' del Código Procesal Civil56

. 

32. 

53 

54 

55 

56 

A mayor abundamiento, c;orresponr:le sc11alar que el artículo 4º del TUO de la 
L.OP,J , que se deriva del numeral:? dral articulo 139º de la Constitución, referido al 
avocamiento de cRusas pendientes en ~.,, Poder Judicial antes desarrollado, no 
resulta aplicable en el pre,sente c;Fo _ tnda vez que el acto administrativo 
cuestionado ante el Porler .Judicial en ~: ! r'.ontenido en la Resolución Nº 073-2015-
0EFA/TFA--SEM, que corifirm'ó la dÓte1r1;i>1r1c:ión de grupo económico, efectuada 
a través de la Resoludón Directora! N" ST),-20·15-0EFA/DFSAI, no es materia del 
procedimiento recursivo que se er·1cuGnt1"a en trérnite ante este tribunal, 

Folios 215 al 225 

TUO DE LA LPAG · ' 
Artículo 201.- Ejecutoriedad del acto administrativo 
Los 2ct0$ administrativos tendrán carácter .;jecuiario, s2lvo disposición legal expresa en contrario, mandato 
judicicl o que estén sujetos a condición o r>!azo confo;-me a ley, 

Cabe indicar que en el artículo 20º-A de la Ley N' 29325, se ha establecido de manera expresa que para 
suspender los efectos de los actos adrninistrátivos emitidos por el OEFA se requiere que, en el marco de un 
proceso judicial, se obtenga una medida r.,,ut<)l.3r, previo ofrecimiento de una contracautela de naturaleza real o 
personal , como una carta fianza, Asi!ni<-ít10, medi,cnte ei Decreto Supremo Nº 008-2013-MINAM se aprobaron 
las disposiciones reglamentarias del reforidn artículo 20' -A de la Ley W 29325, en el que se señala que, con la 
sola interposición de una demanda j•Jdid .;i, no ~,e suspen-:ie ni interrumre !os efectos, ejecutividad o ejecutoriedad 
de los actos administrativos referidos a !2 :m;:iosición de sanciones administrativas del OEFA De igual forma . se 
precisa que para lograr tal eft:lcto el 2d1,1 inistrado do;;berá obtGner una medida cautelar al interior del proceso 
judicial correspondiente, previo ofrecimiento de una contracautela, 

RESOI.IJCION MINISTERIAL. Nº 10--93-JUS, que ~prueba &I Texto Único Ordenado del Código Procesal 
Civil , pul.,licado en el diario ofici1:cl El PerL;ano e! 23 de at•nl de 1993, 
Artículo 608º. - Juez competente. oportunidad y iir.alid-:id 
Todo Juez puede, a pedido de pa,t'o, dictar meaicla caute lar antes de iniciado un proceso o dentro de éste, 
destinada a asegurar el cumplimiento de la decisión dr::finitiva_ (, __ ) 
Artículo 612º. - Características de la m,~dida ca(Jtelar 
Toda medida cautelar importa un prejuzga:n;erito y es ,1r-)vi~•;ria, instn•mental y variable, 
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33. En ese sentido, se debe precisar que ei acto administrativo cuestionado ante esta 
instancia es ia Resolución Director&! Nº 1708-2017-OEFA/DFSAI, referida a la 
declaración de la responsabilidad administrativa por la comisión de la conducta 
infractora detallada en el Cuadro W 1 de la presente resolución y la imposición de 
una multa de 269.73 UIT, el mismo que es un acto administrativo distinto al 
cuestionado en sede judicial. Eri esa medida, se advierte que este tribunal no se 
encuentra incurso en el supuesto de prohibición dispuesto por el artículo 4 º del 
TUO de la LOPJ. Asimismo, no se ha dictado alguna medida cautelar o mandato 
judicial que ordene la suspensión de la citada resolución. 

34. A mayor abundamiento, se debe precisar que en el artículo 13º del TUO de la 
LOPJ57 , aprobado mediante Decreto Supremo Nº 017-93-JUS y modificado por 
Decreto Legislativo Nº 1067, se dispone que: 

Cuando en un procedimiento administrativo surja una cuestión contenciosa, que 
requiera de un pronunciamiento previo, sin el cual no puede ser resuelto el 
asunto que se tramita ante l::1 administración pública, se suspende aquel por la 
autoridad que conoce del mismo, a fin que el Poder Judicial declare el derecho 
que defina el litigio. 

35. De la revisión de dicha norma, se advierte que está referida al conflicto que puede 
surgir en la administración con rel¿_;,¡ción al establecimiento o definición de un 
derecho entre particulares, el mismo que requerirá ser previamente resuelto por 
el Poder Judicial a efectos que se dilucide la cuestión controvertida ante la 

r7 administración, en cuyo caso se suspenderá el procedimiento administrativo en 

36. 

58 

trámite. 

En concordancia con lo estipulado en el artículo 13º del TUO de la LOPJ, en el 
artículo 73º del TUO de la LPAG513 , se tia previsto que en los casos que la autoridad 
administrativa haya tomado conocimiento de un litigio entre dos particulares, cuyo 
resultado sea necesario para que la autoridad administrativa emita su 
pronunciamiento, previamente se deberá evaluar si existe identidad de sujetos, 
hechos y fundamentos. En caso de comprobarse dicha identidad, la autoridad 

DECRETO SUPREMO N° 017-93-JUS, que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, publicado en el diario oficial El Peruano el 2 de junio de 11)93. 
Articulo 13º. - Cuestión contenciosa en procedimiento administrativo 
Cuando en un procedimiento administrativo surja una cuestión contenciosa, que requiera de un pronunciamiento 
previo, sin el cual no puede ser resuelto el asunto que se tramita ante la administración pública, se suspende 
aquel por la autoridad que conoce del mismo, a fin qué el Poder Judicial declare el derecho que defina el litigio. 
Si la autoridad administrativa se niega a suspender el procedimiento, los interesados pueden interponer la 
demanda pertinente ante el Poder Judicial. Si la conducta de la autoridad administrativa provoca conflicto, éste 
se resuelve aplicando las reglas procesales de determinación de competencia, en cada caso. 

TUO DE LA LPAG 
Articulo 73.- Conflicto con la función jurisdiccioilal 
73.1 Cuando, durante la tramitación de un procedimiento , la autoridad administrativa adquiere conocimiento que 

se está tramitando en sede jurisdiccional una cuestión litigiosa entre dos administrados sobre determinadas 
relaciones de derecho privado que prE>sisen ser esclarecidas previamente al pronunciamiento 
administrativo, solicitará al órgano jurisdiccional comunicación sobre las actuaciones realizadas. 

73.2 Recibida la comunicación, y só!o si estima que existe estricta identidad de sujetos, hechos y fundamento~-. 
la autoridad competente para la resolución del procedimiento podrá determinar su inhibición hasta que el 
ó;gano jurisdiccional resuelva el litigio. ( .. ). 
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8clministr~üiva d::?borá in! 1i!Ji¡·so e! .::; sc-:{;-Jií r;,.-,p(y;ir-mdo el caso hasta que e! órgano 
_jurisdiccional resuelva e! lii:igio. 

37. Sin embargo, dicha situación tNnpoco se presenta en el caso de autos, toda vez 
que, mediante la resolución :-~;'.)el;;:da, 13 DFSAI -en virtud a la potestad 
sancionadora del Estado-· impU'~o 1:1na ,.3a;1ción a! grupo económico conformado 
por la señora Nora Meridoia, el s¿·ñor P ;3l 11 Mendoza y la empresa Inversión 
Amazónico Menja, pOr la comisión de la conducta infractora detallada en el Cuadro 
Nº 1 de la presente resoliid{)n; no ht1biendo ninguna cuestión contenciosa que 
definir de manera previa al pronunck:1miento que le corresponde emitir a este 
tribunal. 

38. Por consiguiente, al no haberse verificado la configuración de los supuestos 
señalados previamente, este tribunal considera que no corresponde suspender el 
presente procedimiento recursivo , sino emitir pronunciamiento sobre el recurso de 
apelación interpuesto por la señora Nora Mendoza, el señor Paul Mendoza y la 
empresa Inversión Amazónico Menj2 contra la Resolución Directora! Nº 1708-
2011-OEFNDFSAI , en atención a su potestad sancionadora , que busca garantizar 
el cumplimiento de la función fiscalizadora de competencia del OEFA, cuya 
finalidad está dirigida a pro¿eger medio E,mbiente, que es un interés reconocido 
constitucionalmente, así cornn 1:')I Qaré; :-;~izar el acceso de la· ciudadanía a una 
justicia ambiental efecti1m . 

111.3 Si en Si durante el prncP.dimiento ad,ninistrativo sancionador se habría 
vulnerado el derecho de. defem;a 

En su recurso de apelaciór, , el gnJ !)O ecor:órnico señaió que se vulneró el derecho 
de defensa indicando lo siguiente: 

( .. . ) el informe final d8 instrucción No. 1308--2017-0EFA/DFSAI/SDI , por el que se 
nos imputa realizar ae;tividar.e~; sin coritar con la certificación ambiental , se basa en 
lo previsto en el literal b) del Artículo 19 de la Ley 30230 ha sido promulgada el año 
2014, y es recién en el informe fina1 de in!:.trucción que se me imputa la infracción 
antes mencionada, sin haber podirlc1 oportunamente realizar descargo alguno, por 
cuanto el presente PAS se ha venido tramitando por la conformación de un supuesto 
grupo económico con !as personas mencioncidas en los antecedentes del presente 
descargo, y no por realizar actividades sin certificación ambiental, por lo que se me 
estaría vulnerando mi rlerecho de defensa. 

40. Al respecto se debe señalar que el inicio de procedimiento administrativo 
sancionador se rige por las sigi.lientes normas se enmarcó en las disposiciones 
contenidas en la LPAG y de lo est:.:3bleddc en el Reglamento del Procedimiento 
Administrativo Sancionador dEI Oí::FA aprobado por Resolución de Presidencia 
de Consejo Directivo Nº 012-2012.--OEF'vCD (RPAS) -vigente al momento de 
emitirse la Resolución Subdirectci-al h.í'º 682-2013-OEFA/SDI-, norma, esta 
última, tiene por objeto n3gular el r ry;odimiento administrativo sancionador 
condLicente a investigar y d,k:;rrr.inar k t:. ~{1 Gienda de, infracciones administrativas 
en el ámbito de competf:nciél de !r: fisc,:; !i:-scié-n ambiental a cargo del OEFA. 

41 . De acuerdo con lo pre\'is~o o:, el ~.irt;cub ~-; 35º de la LPAG, el procedimiento 
admin istrativo sancionadoí se rigD pu la,:; -:; ir; uientes reglas : 
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Artículo 235.- Procedimiento sancionado, 
Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ciñen a las siguientes 
disposiciones: 
1. El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio, bien por propia 

iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición motivada de otros 
órganos o entidades o poi denuncia. 

2. Con anterioridad a la inicíación formal del procedimiento sé podrán realizar 
actuaciones previas de investigadón, averiguación e inspección con el objeto de 
determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que justifiquen su 
iniciación. 

3. Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad instructora del 
procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al posible sancionado, 
la que debe contener los datos a que se refiere el numeral 3 del artículo 
precedente para que presente sus descargos por escrito en un plazo que no 
podrá ser inferior a cinco días hábiles contados a partir de la fecha de 
notificación. 

4. Vencido dicho plazo y con el respectivo descargo o sin él, la autoridad que 
instruye el procedimiento realizará de oficio todas las actuaciones necesarias 
para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean 
relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidad 
susceptible de sanción. 

5. Concluida, de ser el caso, la recolección de pruebas, la autoridad instructora del 
procedimiento concluye determinando la existencia de una infracción y, por 
ende, la imposición de una sanción; o la no existencia de infracción . La autoridad 
instructora formula un informe final de instrucción en el que se determina, de 
manera motivada, las conductas que se consideren probadas constitutivas de 
infracción, la norma que prevé la imposición de sanción; y, la sanción propuesta 
o la declaración de no existencia de infracción, según corresponda. 
Recibido el informe final , el órgano competente para decidir la aplicación de la 
sanción puede disponer la reai,zación de actuaciones complementarias, siempre 
que las considere indispensables para t·esolver el procedimiento. El informe final 
de instrucción debe ser notificado al administrado para que formule sus 
descargos en un plazo no menor de cinco (5) días hábiles. 

6. La resolución que apiique la sanción o la decisión de archivar el procedimiento 
será notificada tanto al adminisfrado como al órgano u entidad que formuló la 
solicitud o a quién denunció la infracción, de ser el caso. 

Ahora bien, los artículos 11 º y 12º del RPAS del OEFA, establecen que el 
procedimiento sancionador inicia con la resolución de imputación de cargos 
emitida por la Autoridad Instructora, las misma que debe contener lo siguiente: 

Artículo 11º. - Inicio y plazo del procedimiento administrativa sancionador 
11 1 El procedimiento administrativo sancionador se inicia con la notificación de la 

resolución de imputación de cargos al administrado investigado. ( .. . ) 

Artículo 12º. - Resolución de imputación de cargos 
La resolución de imputación de cargos deberá contener: 
(i) Una descripción clara de los actos u omisiones que pudieran constituir 

infracción administrativa. 
(ii) Las normas que tipifican dichos actos u omisiones como infracción 

administrativa. 
(iii) Las sanciones que, eri su caso, correspondería imponer identificandc la norma 

que tipifica dichas sanciones. 
(iv) La propuesta de medida correctiva. 

37 



(v) F.I plazo dentro •::!'':,! r;: 1a! ,,;I 21d mi:11st.rado podrá presentar sus descargos por 
escrito. 

(vi) Los medios prob::i~orh.0
•• c:1JE1 ::: 1J<:.tent,:1n las imputaciones realizadas. 

A.3. En ese sentido, de ia revisión de l:-1 Resc•lución Subdirectora! Nº 682-2013-
0EFA/SDI, se advierto que la $ [ll inició el procedimiento administrativo 
sancionador contra el gri.ipo económico; imrutándole la comisión de la siguiente 
conducta infractora: 

Conducta Infractora 

Desarrollo de actividades 
de mediana y gran 
minería sin contar con la 
certifi•;nció;i ambiental 

Norma,;; Sustantivas 

Inciso 2) del artículo 7º RPAAMM, en 
concordancia :;on el artículo 3º de la 
Ley Nº 27446, Ley Sis;erna Nacional 
de Evaluación del lmp2ct? ,\rnbiental y 
el artículo 15º e!,;,: 1 ic,g:amento 
eprcr.,ado por el r,(-r_;P.t.-, ~.=;u¡:;remo Nº 
01 S·-, GiJ;;l-1\,111-J.A !1,1_ 

1 re,;;pecdva. 

·---------~----·-----·------·- ·----

Norma Tipificadora 

Numeral 2.1 del Rubro 2 del Cuadro 
de Tipificación de Infracciones 
Ambientales y Escala de Multas y 
Sanciones aplicables a la Gran y 
Mediana Minería respecto de 
Labores de Explotación, Beneficio, 
Transporte y Almacenamiento de 
Concentrados de Minerales. 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 
007-2012-MINAM. 

44 . Por tanto, contra!"iament,:" a lo :38ñalado por ni grupo económico, esta sala ha 
verificado que el procedirnient0 ':ldrninL:-trqfr! .. ') sancionador fue iniciado por la 
presunta comisión de la conduc.t,.1 infractora rc-ferida a desarrciiar actividades de 
mediana y gran minería rnn cont:.,r con la certificación ambiental respectiva. En 
cons8cuencia, ~e de~¡\jirt~'o::.1 el ,~rqu:n(-:r:to, referido a que el procedimiento 
sancionador fue iniciacio ¡:,0;" lé:J. conformación de un grupo económico. 

45. Ahora bien, en este puntrJ es re:tinen•-:: Sf1ña!ar que en el Expediente Nº 03617-
2012-PA/TC el Tribunal Constitucion-JI se pronunció respecto al derecho de 
defensa, señalando lo. siguientf;: 

Por su parte, el derecho de defensa se encuentra reconocido expresamente por 
el artículo 139º, numeral 14, de nuestra Constitución, y constituye un elemento 
del derecho al debido proceso. Según lo ha señalado la jurisprudencia de este 
Tribunal, el contenido esencial del derecho de defensa queda afectado cuando, 
en el seno de un proceso judicial, cualquiera de las partes resulta impedida, por 
concretos actos de los órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, 
suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos [STC 
1231-2002-HC/TC]. Es así que el derecho de defensa (de naturaleza procesal) 
se constituye como fundamental y c'.)nforrna el ámbito del debido proceso, siendo 
presupuesto para reconocer la g2r2;it!8' de este último. Por ello, en tanto derecho 
fundamental, se proyecta como p:>;r~ir,io de interdicción para afrontar cualquier 
indefensión y como principie e: ·: r.ontradicción de los actos procesales que 
pudieran repercutir ~m la sit:18(:i:>:1 ;:,rfdica de algunas de las partes, sea en un 
proceso o proccxJir,·1 iEnto, o er, \'::i c,,.,:o d8 un tercero con interés. 

46. Al respecto, de la revisión del expe:.i ie:,te se ~:ivierte que los miembros del grupo 
económico, en ejercicie> e-.~ ~u c'orecho dl' -:Jofonsa, presentaron sus descargos a 
los cargos efectuados 2 tr2vF:~; (lr: l:=t f?.,=-:sc,! 1.!Gión Subdirectora! N° 682-2013-
0EFA/SDI, a las conclusk:ine:3 r1/:i lnton-rn ~-inal de Instrucción, y apelaron la 
Resolución Directora! Nº 1?08-2()1?,·0F:r-:P./01=SAI, por esta razón se desvirtúa el 
argumento referido a la p:·E=;wn'ta Vlii:K -r8 ::011 del derecho de defensa. 
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47. Por otro lado, en atención a los argumentos expuestos por los miembros del grupo 
económico, se debe aclarar que si bien en el Informe Final de Instrucción se hizo 
referencia a lo dispuesto por el artículo 19º de la Ley Nº 30230, se debe señalar 
que dicha referencia se realizó debido a que el referido artículo estableció un 
régimen excepcional según el cual el OEFA privilegiará las acciones orientadas a 
la prevención y corrección de la conducta infractora en materia ambiental, siendo 
que, durante dicho periodo, el OEFA tramitará procedimientos administrativos 
sancionadores excepcionales. Si la autoridad administrativa declara la existencia 
de infracción -señala la referida norma- el OEFA ordenará la realización de 
medidas correctivas destinadas a revertir la conducta infractora y suspenderá el 
procedimiento sancionador excepcional59

. 

48. Asimismo, debe señalarse que el artículo 19º de la Ley Nº 30230 dispone 
expresamente que el régimen excepcional establecido en dicho artículo no es de 
aplicación en los casos en que se verifiquen los siguientes supuestos: 

49. 

51. 

59 

a) Infracciones muy graves, que generen un daño real y muy grave a la vida y a 
la salud de las personas. 

b) Actividades que se realicen sin contar con el instrumento de gestión ambiental 
o la autorización de inicio de operaciones correspondientes, o en zonas 
prohibidas. 

c) Reincidencia. 

En consecuencia, del marco expuesto se verifica que el procedimiento 
administrativo sancionador iniciado contra el grupo económico conformado por la 
señora Nora Mendoza, el señor Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico 
Menja no se encuentra dentro del régimen excepcional instaurado por el artículo 
19º de la Ley Nº 30230, debido a que el hecho detectado hace referencia a que el 
grupo económico desarrolló actividades de mediana y gran minería sin contar con 
la certificación ambiental respectiva. 

Por ello, en la medida que el artículo 19º de la Ley Nº 30230 establecía 
disposiciones que podrían ser más favorables para los administrados, fue 
evaluada en el Informe Final de Instrucción para determinar si era aplicable al 
procedimiento administrativo sancionador iniciado contra el grupo económico a 
través de la Resolución Subdirectora! Nº 682-2013-OEFA/SDI. Debe recalcarse 
que la aplicación de dicha norm·a no supone la nueva imputación de una conducta 
infractora. 

En consecuencia, habiendo. quedado establecido que el procedimiento 
administrativo sancionador iniciado contra el grupo económico conformado por la 
señora Nora Mendoza, el señor Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico 
Menja, fue por la comisión de la corducta infractora referida a desarrollar 

En tal sentido, de acuerdo con las normas que regulan la vigenci3 y obligatoriedad del ordenamiento jurídico, es 
posible concluir que el articulo 19º de la Ley Nº 30230, es aplicable -de manera inmediata, y desde el 13 de 
julio de 2014- a los procedimientos administrativos sancionadores tramitados ante el OEFA Por tanto, durante 
un periodo de tres años, el OEFA solo podrá tramitar procedimientos administrativos sancionadores 
excepcionales, en los cuales privilegiará las acciones orientadas a la prevención y corrección de la conducta 
infractora en materia ambiental. Así, si la Autoridad Decisora declaraba la existencia de una infracción, 
únicamente podia dictar una medida correctiva destinada a revertir la conducta infractora y debía suspender el 
procedimiento administrativo. 
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111.4 

52. 

53. 

54. 

55 . 

6 56. 
57. 

60 

actividades de mediana y grnn minería sin contar con la certificación ambiental 
respectiva, corresponde; dessstimar la pre~unta vulneración del derecho de 
defensa, alegnda por los administrados. 

Si el OEFA es competente para ~ancionar la conducta infractora referida a 
desarrollar de actividades de mediana y gran minería sin contar con la 
certificación ambiental respectiva 

El señor Paul Mendo:Za señala en su escrito de apelación que, en su calidad de 
pequeño productor minero, la fiscalizaci6n de las actividades que realiza es 
competencia del Gobierne) ·Regional dr-i M!;.:idm de Dios. 

En esa línea, señala quP- en este r.,1so no se respetó el debido procedimiento 
adminif;trativo, ya que el rn~FA n0 8t.:1 compE:tente para sancionarlo. 

Asimismo, el señor P,w! Mendozn sostiene que el hecho de estar siendo 
fiscalizado por dos entida·fos constituyG ur. abu~:o de autoridad en su contra , más 
aún si se tiene en cu0nta que nunc2 entorpeció las fiscalizaciones que se 
realizaron y, que se en:;uent:.1 en procrssc de formalización, ya que tiene la 
voluntad de cumplir con la normni.ivr~ vignrr'.e. 

Al resp8cto, se d6be señal~r que princ.\);o rle legalidad, previsto en el numeral 1.1 
de! Firtículo IV del Título Prf:iiminar del TUO de la LPAG, establece que las 
autoridades administmtiva¡:; d,:)bon 2ictuar con respeto a la Constitución , la ley y al 
derecho, dentro de las facu!tades qu:3 le est(~tl atribuidas y de acuerdo con los 
fines para los que les fueron conferidas. 

Por su parte, el numeral 1.2 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la 
LPAG establece que, en el marco del principio del debido procedimiento, los 
administrados tienen el derecho a ·obtener una decisión motivada, fundada en 
derecho, emitida por autoridad competente60 . 

El numeral 1.17 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, establece 
que la autoridad administrativa ejerce única y exclusivamente las competencias 
atribuidas para la finalidad prevista en las normas que le otorgan facultades o 
potestades, evitándose especialmente r~! abuso del poder, bien sea para objetivos 
distintos de los establecidos en las disposidones generales o en contra del interés 
general. 

TUO DE LA LPAG 
Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo sé' sust,,nt;,, fl;;:d::in ,,m\a!mente c,n ios siguientes principios, sin perjuicio de la 
vigencia de otros principios ger.eralss del 1Je.;c::i1c, Acminislrativo: 
1.2. Principio del debido procedirnient·.:>. - i_c" :.;dmin1stré.:d:):, gnzan de los derechos y garantías implícitos al 
debida procedimiento adminis!rativo: T:.:lc:, (:~-re~h0r y garar,tíé''; comprenden, de modo enunciativo mas no 
lim itativo, los derechos a ser r:oflir::;1d1)¿.; 2 ?(:c;3,1.-;r al 0;:::,~di·•nt-:i; a ;efutar los c?.rgos imputados; a exponer 
argumentm:; y a presentar alegatc;; corr-plP-n-,("r.t:-:>;ic.0 ; :-i :if;E1c.,r y a producir pruebas; a soliciiar el uso de la 
palabra , cuando corresponda; a obtener 1m:.: dEs'r ' -'>11 ~,H>¡itad:., furciada e;1 derecho, emitida oor autoridad 
competente, y en un plazo razonable; y, 2 impugn:-:r l:;s der.is;ones que los afecten. 
La im:titución del debido procedimié'i7to é'diT:in:s tn,ivo se rige por !os :,rincipios del Derecho Administrativo . La 
regulación propia del Derecho ºrocesa! e,; <'-,.,1:cabie ::.,,lo en cu::mto sea compatible con el régimen administrativo. 
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58. Ahora bien , respecto a los argumentos expuestos por el señor Paul Mendoza, se 
debe señalar que conforme al artículo 1 ºdela Ley del SINEFA, el OEFA es el ente 
rector del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

59. Por su parte, el artículo 6º de !a mencionada Ley, establece que el OEFA se 
encarga de la fiscalización, supervisión , evaluación, control y sanción en materia 
ambiental, así como de la aplicación de los incentivos, y ejerce las funciones 
previstas en el Decreto Legislativo Nº 101361 . 

60. En esa línea, el OEFA ostenta la facultad fiscalizadora y sancionador, la cual se 
define a continuación : 

Artículo 11.- Funciones generales 
c) Función fiscalizadora y sancicnadora: comprende la facultad de investigar la 
comisión de posibles infracciones administrativas sancionables y la de imponer 
sanciones por el incumplimiento de obligaciones y compromisos derivados de los 
instrumentos de gestión ambiental, de las normas ambientales, compromisos 
ambientales de contratos de concesión y de los mandatos o disposiciones emitidos 
por el OEFA, en concordancia con lo establecido en el artículo 17. Adicionalmente, 
comprende la facultad de dictar medidas cautelares y correctivas. 

61. El artículo 14º de la Ley Nº 27651, Ley de Formalización y Promoción de la 
Pequeña Minería y la Minería Artesanal, establece que los gobiernos regionales 
tienen a su cargo la fiscalización , sancion y demás facultades que les han sido 
transferidas en el marco del proceso de descentralización , de quienes ejercen 
actividad minera cumpliendo con las tres condiciones previstas en el artículo 91 
del TUO de la Ley General de Minería . 

62. 

6 1 

6? 

Artículo 14.- Sostenibilid d y fiscalización 
Los gobiernos regionales tienen a su cargo la fiscalización, sanción y demás 
facultades que les han sido transferidas en el marco del proceso de 
descentralización, de quie es ejercen actividad minera cumpliendo con las tres 
condiciones previstas en el artículo 91 del Texto Único Ordenéldo de lá Ley General 
de Minería, se encuentren no acreditados como pequeños productores mineros o 
productores mineros artes nales ante la Dirección General de Minería. En caso de 
que cualquiera de las tre condiciones antes mencionadas no se cumpliera, la 
fiscalización y sanción estará a cargo del OEF/\, el Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo y del Osinergmin, según sus respectivas competencias. ( ... ) 

De otro lado, el artículo 17° de la Ley del SINEFA62 dispone lo siguiente: 

Ley 29325 
Artículo 6.- Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambienta! (OEFA) 
El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambien:al (OEFA), es un organismo público técnico especializado, 
con personería j:Jrídica de derecho público interno, que c0nstituye un p!iego presupuesta!. Se encuentra adscrito 
al MINAM y se encarga de la fiscalización, supervisión , evaluación, control y sanción en materia ambiental , así 
como de la aplicación de los incentivos, y" ej,~rce I,s funciones ::,:evistas en el Decreto Legislativo Nº 1013 y la 
presente Ley. El OEFA es el ente rector del Sistemé. de Evaluación J Fiscalización Ambiental. 

Ley 29325 
Artículo 17º. - Infracciones administrativas y potsstarl sancionadora 
Constituyen infracciones administrativas bajo el [unbito de competencias del Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental (OEFA) las siguientes cotrducta,-: 
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( ... ) cuando el OEF,I\ obtenga indicios raz'.mables y verificables del incumplimiento 
de las condiciones para que una :::-Gtividad se encuentre en el ámbito de 
competencias de los Q0hiernos re[jkir. :ile:-;_ y por tanto su condición actual debiera 
corresponder al ámbiin (je cornpP.tonr:i:=-,,:; ciel OEFA, este se encontrará facultado 
para desarrol_lar las acciones de fiscd:i~'.ación .ambiental a que hubiere lugar. 

Las acciones que ejerza el OEFA, conforme a lo señalado en el presente artículo, 
se realizan sin perjuicio cie lar; competencias que corresponden a los gobiernos 
regionales y demás Entidades de Hs1~?.liI,ición Ambiental (EFA), así como al 
Oíganismo Supervisor de la !nvemión e:1 Energía y Minería (Osinergmin) y a otras 
entidades sectoríalP.3, conforme a sus competencias. ( ... ) 

' ' 
63. Del análisis del marco normativo señalado en los considerandos precedentes , se 

63 

advierte que, si bi_en los c;obiernos Hegionales son competentes para fiscalizar y 
sancionar las actividades de pi')queña minería y minería artesanal que se realizan 
en el territorio de su competen(:i:.::i, so debe precisar que esta función es ejercida 
respecto de aquellos sujetos que ejercen actividad minera cumpliendo con las tres 
condiciones previstas en el artícu!o 91 G de! TUO de la Ley Gen1:;ral de Minería63 . 

a) El iric11mplimiento de las obligaci0n&s c:.,r:tenid;,.s en lc1 nnrrnati'1a ambiental. 
b) f:! inc1Jmplimiento de l~s ob!igcl<;icn,:,, ~ c:;rgo de ie,s admin;~t:·adcs establecidas en los instrumentos de gestión 
amb;e'ltal señalados en la norm2tiva élrn!.,!:;ntal 'Jigeni.e. 
c) El in, :,;mplimiento de :os compromisos 2mbien!ales asumidos en C:)ntratos de concesión . 
d) El incumplimiento de las medid2s cciutelares, preventivas o correctivas, así como de las disposiciones o 
mandatos emitidos por las instanc!at. competente::; del OEFI\. 
a) Otras que correspondan al itm!:Jito <'e su comp&tenci2. 
El cumplimiento de las obligaciones ¡,;:11bie;1tal~s fiscé:lizsbles antes mencionadas es obligatorio para todas las 
personas naturales o jurídicas que r•oal:zan las actividades que son de competencia del OEFA, aun cuando no 
cuenten con permisos , autorizaciones ni titul,,s habilit&:;rf••: para el ejercicio de las mismas. Esta disposición es 
aplicable a todas las Entidades rlA Fisc2lización Arr. ':,i,,:1\al (EFA), respecto de sus competencias , según 
corresponda. 

Cuando e! OEFA obtenga indicios mzon~bles y verifi,>:h:es dol incumplimiento de las condiciones para que una 
actividad se encuentre en el ámbito de competencias (l,, !'.)S gobiernos regionales, y por tanto su condición actual 
debiern corresponder al ámbito de c:ornpeten~;as del OEFA. esie se encuentra facultado para desarrollar las 
acciones de fiscalización ambiental a q11e hubiere lugar. ( ... ) 

Decreto Supremo Nº 014-92-EM, Texto Único Ordenado de lc1 l.ey General de Minería, publicado en el diario 
oficia! El Peruano, 4 de junio de 1392. 
Artículo 91 .- Son pequeños productores mineros los qué: 
1. En forma personal o como conjunto de personas naturalas, o personas jurídicas conformadas por personas 
naturales o cooperativas mineras o cA;1trales ele cooperativas mineras se dedican habitualmente a la explotación 
y/o beneficio directo de minerales; ,, 
2. PosAan, por cualquier titulo, hasta dos mil (2,000) hectáreas, entre denuncios, petitorios y concesiones 
mineras; y, además. 
3. Posean, por cualquier titulo, una c;¡padd2d instalada de producción y/o beneficio no mayor de trescientas 
cincuenta (350) tonelHdas métr:cas pc,1· c:íp. En el C':lSO di; los productores de minerales no metálicos y materiales 
de construcción , el límite máximo de la c -: ¡,cc::dar, i ,t2i;-:da de pro".lucción y/ o beneficio será de hasta un mil 
doscientas (1,200) toneladas métricas p11r ~iíél . 

En el caso de los yacimientos metá!icos ,:r•n p:ac:~r. el límit~ ;¡,;,ximo de la capacidad instalada de producción y/o 
beneficio, será de tres mil (3,000) metros cú!:JiGos p,x di2 . 
Son productores mineros artesana!es los q:ia : 
1. En form¡¡ personal o C?mo conjurto ::ie perscn'=;s nat1m,l:;)s o personas jurídicas conformadas por personas 
naturales, o cooperativas mineras e cent;·al.% da co0¡.;erativas mineras se dedican habitualmente y como medio 
de sustento, a la explotación y/o t,eneficio directo de minerales, realizando sus actividades con métodos 
manuales y/o equipos básicos; y 
2. Posean, por cualquier título, hasta un mil (1.000) hecttraas, entre denuncios, petitorios y concesiones mineras: 
o hayan suscrito acuerdos o cantrat::m ccri los Mulares rninerof. según lo establezca el reglamento de la presente 
ley; y, además; 
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64. Sin embargo, en el caso bajo anáiisis se verifica que el mismo fue iniciado en el 
marco del artículo 17° de ia Ley de! SINEFA., que faculta al OEFA a asumir 
competencias de fiscalización y f,anción en los casos en que se incumplan las 
condiciones previstas en el artícuio 91 º del TUO de la Ley General de Minería. 

65. Dicho ello, se debe indicar que, mediante la Resolución Directora! Nº 573-2015-
OEFA/DFSAI, confirmada a través de la Resolución Nº 073-2015-OEFA/TFA-SEM 
se verificó que la señora Nora Mendoza, el señor Paul Mendoza y la empresa 
Inversión Amazónico Menja conformaban un grupo económico, que ostentaba 
derechos mineros por un total de 2634.69 hectáreas, que superaba el límite 
establecido en el artículo 91 º del TUO de la Ley General de Minería. 

66. En ese sentido, esta sala considera que la actuación de la DFSAI en el 
procedimiento administrativo sancionador, se sustentó en lo establecido en la Ley 
del SINEFA, por esta razón no se advierte ninguna vulneración al principio de 
legalidad ni al debido procedimiento, y tampoco se configuró en un supuesto de 
abuso de poder como lo alega el administrado. 

67. En consecuencia, corresponde desestimar lo alegado por el grupo económico en 
el presente extremo de su apelación . 

111.5 Si correspondía sancionar al grupo económico conformado por los señores 
Nora Mendoza y Paul Mendoza y la empresa Inversión Amazónico Menja por 
la conducta referida al desarrollo de actividades de mediana y gran minería 
sin contar con la certificación ambiental respectiva 

68. 

Marco normativo que regula la obligación de contar con la certificación ambiental 

El numeral 2 del artículo 7° del Decreto Supremo N° 016-93-EM establece que los 
titulares de concesiones mineras que, habiendo completado la etapa de 
exploración , proyecten iniciar la etapa de explotación, deberán presentar al 
Ministerio de Energía y Minas un Estudio de Impacto Ambiental del 
correspondiente proyecto. 

69. Por su parte, el artículo 3º de la Ley Nº 27446 en concordancia con el artículo 15º 
del Reglamento aprobado por el Decreto Supremo Nº 019-2009-MINAM, 
establecen la obligatoriedad de la certificación ambiental por parte de la autoridad 
competente para el inicio de actividades de proyectos de inversión que puedan 
originar implicaciones ambientales y señalan la imposibilidad legal de iniciar obras 
ante la falta de dicha certificación ambiental. 

Marco normativo del proceso de formalización minera 

3. Posean, por cualquier título, una capacidad instalada de prnducción y/o beneficio no mayor de veinticinco (25) 
toneladas métricas por día . En el caso de los productores de minerales no metálicos y de materiales de 
construcción, el límite máximo de la capacidad instalada de producción y/o beneficio será de hasta cien (100) 
toneladas métricas por día. 
En el caso de los yacimientos metálicos tipo placer, el límite máxi,r.o de capa,;idad instalada de producción y/o 
beneficio será de doscientos (200) metros cúbicos po •· día. 
La condición de pequeño productor minero o produétor minero artesanal se acreditará ante la Dirección General 
de Minería mediante declaración jurada bienal. 
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70. El artícu!o 3º del Gecrote; \.,~git-: la~ivc; l\lº i ~ OS, regula el proceso de formalización 
de la actividad minera de In p8quer1a rnir:ería y minería artesanal , de la siguiente 
manera: 

_ Artículo 3°.- Proceso de Formaliz~cíóh de la Actividad Minera de la Pequeña 
Minería y Minería Arfosanai · _ 
El Proceso de Formaliz~~ción de 1~ Activklafl Minera de Pequeña Minería y Minería 
Artesanal, es aquél mediante el cual SG establecen y administran los requisitos , 
plazc,s y procedimientos p8.ra que el sujeto de formalización pueda cumplir con la 
legislación vigente. 
El sujeto de formalización a que se rdiere el párrafo anterior puede ser una persona 
natural, una persona jurídicr.1 o un grupo de personas organizadas para ejercer dicha 
actividad. 
El Proceso de Formalización culmina en un plazo máximo de veinticuatro (24) 
meses. Por Decreto Supmrno refmndado ror el Ministro de Energía y Minas podrá 
ampliarse el mencionado p!2w. 

71. Por su parte, el numeral 1 del artículo 4 º del citado Decreto Legislativo, establece 
que el proceso de formRilzaci6n rni:1Ara podrá ser iniciado o continuado por 
aquellos que realizan la actividad, cumpliendo con la presentación de la 
Declaración de Compromi'~0s. 

72. Como se puede advertir de !as normas cih~das, el proceso de formalización minera 
prE!$Upone que las Decl;,í21cinnr!s de C:0111pr,)miso son presentadas por sujetos 
que reaiizan las actividad1:)S mlneras. 

73. De acuerdo a la informaci:Jn que ob:-c:i en el expediente, a la fecha del inicio del 
procedimiento administrí:ltiva f;ancionador el señor Paul Mendoza y la empresa 
Inversión Amazónico Mer:ja contr:iban con las declaraciones de compromiso por 
los derer.hos mineros denomin2.dos Buena F0rtuna-2000, Gavilán de Oro Nº 8, 
Mario Julihno, Menja 11, Ccoylloritti Dos, Menja 11, Ccoylloritti Dos, Paul 1, Rony 
Primero, Rony Segundo, Rony Tecero, Rony Cuarto y Rony Quinto, las cuales se 
detallan a continuación: 

Fecha de presentación 

16/05/2012 

18/06/2012 

Nombre del dP,recho Titular del derecho minero 
minero 
Buena i=ortuna-200u 
Gavilán de Orn Mº 8 

Mario .Mihno 
Mel]_a_l_l _____ -1 

Inversión Amazónico Menja E.I.R.L. 

Ccovlloritti Q~---+----------------i 
Menia 11 ________ _ Paul Mario Mendoza Quispe 
Paul 1 
Ron:t_ Primero 

i-!39.o.Y. S::-gl'ndo ~ 
~_nv Tercero ----··--[ 
,...Ror,t_~¿uarto 1 =1 

Rcnv Quii1to '-----------'-~'-'--"-'·--------- ________________ __, 

74. En esa línea, dichas decla;·2ci0nes de r-n•i)promiso demuestran que, a la fecha de 
su presentación, el grupo económico ~,e encontraba realizando actividades 
mineras en dichos derecho~ rni:1Gro<:.,. ccn'.'\~rma lo establece el numeral 1 del 
artículo 4º del citado Decrc-;to Legislafr., ;.1 !\I'' ·J 105. 
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75. Por otra parte, los administrados seriaiaron en su recurso de apelación que en la 
actualidad realizan actividades mineras en los siguientes derechos mineros: 

·-

Nombre y apellidos Código Nombre Estado Observaciones Has. 
Mendoza Quispe Paul 040012406 Paul 1 Vigente Titulado 6.00 
Mario 
Mendoza Quispe Paul 040008308 Rolito 1 Vigente Titulado 2.50 
Mario 
Inversión Amazónico 17003691X01 Gavilán de Oro Vigente - 27.00 
Menia E.I.R.L. Nº8 
Inversión Amazónico 040011404 Rony X Vigente - 100.00 
Menja E.I.R.L. 
Inversión Amazónico 040011704 Mario Julihno Vigente - 100.00 
Menja E.I.R.L. 
Inversión Amazónico 090002699 Buena Fortuna Vigente - 50.00 
Menia E.I.R.L. - 2000 

Total 285.50 

76. El señor Paul Mendoza señaló que desde el 2006, ha sido reconocido por el 
Minem y el Gobierno Regional de Madre de Dios como un titular minero 
perteneciente al estrato de la pequeña minería y minería artesanal en vías de 
formalización; y agregan que estas autoridades nunca los consideraron como un 
titular que realizó actividades de mediana y gran minería, ya que siempre 
cumplieron los requisitos establecidos en el artículo 91 º del TUO de la LGM. 

77. Con relación a dicho argumento, se debe indicar que en el expediente no obran 
medios probatorios que acrediten lu afirmado por el señor Paul Mendoza, con 
relación a que desde el año 2006 fueron reconocidos por el Minem y el Gobierno 
Regional de Madre de Dios como pequeños productores mineros. 

78. Asimismo, el señor Paul Mendoza señaló que desde el año 2012 se encuentra en 
un proceso de formalización minera, y que, en ese contexto, el 19 de abril de 2014 
presentó a la DREM del Gobierno Regional de Madre de Dios, el IGAC para el 
derecho minero Gavilán de Oro Nº 8. 

Respecto a ello, se debe indicar que, conforme fue detallado en el considerando 
101 de la presente resolución, tanto ·el señor Paul Mendoza como la empresa 
Inversión Amazónico Menja presentaron en el año 2012 las declaraciones de 
compromiso para el· proceso de formalización minera, sin embargo, se debe 
indicar que dichos documentos no desvitiúan el hecho que el grupo económico 
realizó actividades de mediana y gran minería sin contar con el instrumento de 
gestión ambiental respectivo. 

80. En esa línea, el señor Paul Mendoza también indicó que actualmente se encuentra 
inscrito en el REINFO, dada su calidad de pequeño productor minero. 

81. Acerca de esta afirmación, se debe señalar que mediante el Decreto Legislativo 
Nº 1293, publicado en el diario oficial El Peruano el 30 de diciembre de 2016, se 
declaró de interés nacional la formalización de las actividades de la pequeña 
minería y minería artesanal. Asimismo, mediante el numeral 3.1 del artículo 3º de 
la citada norma se creó el Registro Integral de Formalización Minera (REINFO), el 
cual se encuentra a cargo de la Dirección General de Formalización Minera del 
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82. 

Minflrn . La finalidad de 0stc1 ncv:-;1 n e rs. identificar a los sujetos comprendidos 
dentro del proceso de forr,-uli:::a,.~1ón miner~ integ ral. 

Asimismo , e! artículo 4º doi Decrr-:to Legislativo Nº 1293 establece que los sujetos 
que forman parte del FZegh,tro t·~:'!cion~-11 de Declaraciones de Compromisos, con 
inscripción vigente, y que acrediten su inscripción en el Registro Único de 

. . . 
Contribuyentes, forman parte ciel Registro Integral de Formalización Minera : 

Artículo 4.- Registro Integral de Formalización Minera 
4.1 Forman parte del Registro Integral de Formalización Minera: 
1. Los sujetos que cuenten con inscripciórT vigente en el Registro de Saneamiento, 
a que se refiere el artículo 2 del Decreto Supremo Nº 029-2014-PCM. 
~- Los sujetos que _formen_Qa@_@l Registro Nacional de Declaraciones de 
Compromisos, con inscripción vigent~,_y_gue acrediten su inscripción en el Reg istro 
Único de Contribuyente~ 
3. Excepcionalm8nte, !'..is p,~rsonas nattH"ales que se encuentren desarrollando 
c:1ctividades de pequeñ2 minería o df: ,r: ínerfa artesanal de explotación , que cumplan 
con las condiciones ef:+;;;blecidas en e¡ 2iiículo 91 del Texto Único Ordenado de la 
Ley General de Minería, aprobado ¡:.cr el Decreto Supremo Nº 014-92-EM , y que 
además realicen su activiriad en unH soh concesión minera, a título personal y que 
cuenten con inscripción en el Re~Ji f;iro ( 1ni~o de Contribuyentes. 
4 .2 Las inscripcior.es c;c;:, IC-3 ° :.ij€,k:t ,·,3f0í!dos en el inciso 3 del párrafo 4.1 del 
presente artículo, .;e :-ea! i7-?.!1 3 rai t ir del Ofi d~i i,~brero de 201 7, y hasta por un plazo 
de ciento veinte (120) días hébiles, ant¿, la t;uperintendencia Nacional de Aduanas 
y de Administración T :-ibutari8 (::., Uf\JAT¡. 
4. 3 Transcurrido ei ~1::aF O de ci r-;1ntr1 \1(::int(~ (1 ;20) días hábiles señnlados en el párrafo 
2í,1:é:'rior, el Ministerio :'.;:; Ene;-;;¡í~~ v Min::1s verifica que los sujetos mencionados en , 
e: numeral 3 del pón&Jo 4.1 r!,;: p!',,scnt,:, artículo, acrediten lo siguiente: 
2) La actividad rniner 1 l°le;::~m,i!~l'ia teng:;i uno antigüedad no menor a cinco (05) 
años. 
b) No contar con Declaíación ·de Compromisos cancelada, como consecuencia de 
no encontr;=irse desarrollan(o -':ictividaci miner2. 
e) No encontrarse inhabil !tado p..:.m rP.2lizar actividad minera conforme a lo 
establecido en el Título Cuarto del Texto Único Ordenado de la Ley General de 
Minería, aprobad0 por el Decreto Supremo Nº 014-92-EM. 
Aquellos sujetos que incumplan con acreditar los requisitos señalr.1dos en el párrafo 
anterior quedan excluidos del Registro Integral de Formalización Minera. 
Sin perjuicio de lo ante3 mencionado, mediante Decreto Supremo se puede requerir 
que otras entidades públicas con competencias vinculadas, ejerzan acciones de 
verificación de actividades respecto a lo señalado en el literal a) del presente 
párrafo. 
4.4 La información contenida en el Registro Integral de Formalización Minera tiene 
carácter de Declaración Jurada. 
4.5 Los sujetos que realizan actividad minera en zonas permitidas y que no formen 
parte del proceso de formalizRcién rn:•:m:3 establecido en el Decreto Legislativo Nº 
1105 y su normativa cr' mplementari-;: . :J que no se inscriben en el Registro Integral 
de Formalización Mit! ''i'D. . 58 !r::':; ,·.;.•!k;,; i;::1s meciidas y/o sanciones de carácter 
administrativo, civi! y/o pena! que CC"í-:' :;p-:,ndan. 
4.B Mediante conv:mio, el Mini-::J,~¡·;:; ::::,;) [nr?r~f2 y Minas puede delegar la función 
de verificación dispu,~sta f'n ,~1 párefo -4 ._3 del artículo 4 del presente Decreto 
Legislativo, a los Gc,bif:rnos f~ €:r;i:) nú !€ 3 en ,_.,, ámbito de su jurisdicción 

6]. En esa línea, se debe señalar qu2 e! hechv que el señor Pau! Mendoza cuente 
con un rP.gistro en el HEli'-.'.FO ni:.) n,/~'dit:'1 que, e n el año 2013, en que se inició el 
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85. 

86. 

87. 

89. 

90. 

64 

procedimiento administrativo sancionador cumplía con las condiciones 
establecidas para ser calificado como un pequeño productor minero, según lo 
dispuesto por el artículo 91 º del TUO de la Ley General de Minería. 

Dicho ello, se debe reiterar que r.! procedimiento administrativo sancionador 
seguido en el Expediente Nº 682-2013-OEFA/DFSAI/SDI, fue iniciado sobre la 
base de las evidencias recabadas en el 2013, · que determinaron que el grupo 
económico realizaba actividades de mediana y gran minería sin contar con la 
certificación ambiental respectiva. 

En ese sentido, lo alegado por el grupo económico no desvirtúa la declaración de 
responsabilidad administrativa por la comisión de la conducta detallada en el 
Cuadro Nº 1 de la presente resolución, puesto que tiene como fundamento 
circunstancias que se produjeron luego del inicio del procedimiento administrativo 
sancionador. 

Por otra parte, el grupo económico cuestiona que el OEFA al emitir la resolución 
impugnada, no realizó una inspección con la finalidad de verificar que realizaban 
actividades mineras en todos los derechos mineros que fueron indicados por la 
DFSAI. 

Al respecto, se debe señalar que la supervisión realizada al grupo económico, se 
enmarcó dentro de las reglas establecidas por el Reglamento de Supervisión 
Directa del OEFA, aprobado mediante la Resolución de Consejo Directivo Nº 007-
2013-OEFA/CD. 

El artículo 6º del Reglamento de Supervisión Directa del OEFA64 establece que la 
supervisión directa puede ser documental, la cual no se realiza en las instalaciones 
del administrado, y consiste en el análisis de información documental relevante 
correspondiente a la actividad desarrnllada por el administrado. 

De los actuados en el expediente, se verifica que la supervisión real izada al grupo 
económico, fue una supervisión documental, por esta razón no era necesario que 
la OS acuda al lugar donde se ubican las concesiones mineras del grupo 
económico, ya que dicho órgano contaba con información suficiente para 
supervisar a los administrados. 

En ese sentido, habiéndose corroborado el incumplimiento de lo dispuesto por el 
numeral 2 del artículo 7° del Decreto Supremo Nº 016-93-EM, el artículo 3º de la 
Ley Nº 27446 y el artículo 15º del Reglamento aprobado por el Decreto Supremo 

Resolución de Consejo Directivo Nº 007-2013-OEFA/CD 
Articulo 6°.- De los tipos de supervisión directa( ... ) 
6.3) En función del lugar donde se realiza, la supervisión directa puede ser: 
a) En campo: 
Se realiza dentro o en las áreas de influencia de la acfr,idad a cargo del administrado. Esta supervisión 
involucra también una etapa de revisión documental. 
b) Documental: 
No se realiza en las instalaciones del administrado, y consiste en el análisis de información documental 
relevante correspondiente a la actividad desarrollada por el administrado. 
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Nº 019-2009·MINAM, en apli~~ción del numeral ?.49.2 del artículo 249º del TUO 
de la LPAG65 correspondía q1.18 s2 sancione a 'os miembros del grupo económico 
por el incumplimiento de !as r.itu J.as normas. 

91 . En consecuencia, corresponde desestimar lo alegado por el grupo económico en 
el presente extremo de su apelación . Por tanto, habiéndose determinado la 
respOnsabilidad por la comisión · de la cónducta infractora detallada en el cuadro 
Nº 1 de la presente resolución , corresponde confirmar la multa impuesta 
ascendente a doscientos Besenta y nueve con setenta y tres centésimos (269,73) 
UIT, así. como la medida correctiva detallada en el cuadro Nº 2 de la presente 
resolución . 

De conformidad con lo dispuesto én el Texto t'Jr~ :cri Ordenado de la Ley N° 27444, Ley 
del Proced.imiento Administrativo Generc:il, ::~µrob;:;do por el Decreto Supremo Nº 006-
2017-JUS; la Ley Nº 29325, Ley del Siste1m1 f\lar:ional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental ; el Decreto Legislativo N° 10'13, que aprueba la Ley de Creación , 
Organi7.ación y Funciones dr::11 ~011nisterio del !,rnbiente; el Decreto Supremo Nº 013-
2017-MI NAM, que aprueba el Reglamento de Orqani:~::ición y Funciones del OEFA; y la 
Reso!ución N'1 03?.-2013-0EF/VCD, qur-) aprueb¿:.1 e! R.eglamento Interno del Tribunal de 
Fiscalización Ambiental del OEF;!I. .. 

SF RESUELVE: 

PRIMERO.- CONFIRMAR la í~e:~t)lución Directora.! W 1708-2017-0EFA--DFSAI del 22 
de diciembre de 2017, que sancionó 31 grup0 económii'.:o conformado por la señora Nora 
Yulissa Mendoza Jancco, el sE::i'íor P8t !I Mario Mendoza Quispe y la empresa Inversión 
Amazónico Menja E.I.R.L. , por !::..~ comisión de la conducta infractora referida a 
desarrollar actividades de · mediana y gran minei"la sin contar con la certificación 
ambiental respectiva y que impuso la medidn correctiva detallada en la Tabla Nº 1 de la 
citada resolución, por los fundamentos expuestos en la parte considerativa de la 
presente resolución; quedando agotada la vía administrativa. 

SEGUNDO. - Disponer que el monto de la multa ascendente a doscientos sesenta y 
nueve con setenta y tres centésimos (269,73) UIT, sea depositado en la cuenta 
recaudadora Nº 00 068 199344 del Banco de la Nación, en moneda nacional , debiendo 
indicarse al momento de la cancelación el número de la presente Resolución ; sin 
perjuicio de informar en forma documentada 21 OEFA del pago realizado. 

TERCERO. - Notificar la presente resolución :::?I :-1rupo económico conformado por la 
señora Nora Yulissa Mendozs .Janccc, ,'.' I ;-;: ;10:· Paul Mario Mendoza Quispe y la 
empresa Inversión Amazónico Manj,1 E.I.RL. , y remitir el expediente a la Dirección de 
Fisca!ización y Aplicación de tn~.-:;ntivo:;, pc1rn ios fines pertinentes. 

Por los fundamentos expuestos, el -.1oto de quienes suscriben el presente es por 
confirmar 1::., Resolución Directo,al Nº !70R·-20H--Of:-:FA-DFSAI del 22 de diciembre de 
2017, que sancionó al grur,0 econémir.o cGr,f.xmado por la señ()ra Nora Yulissa 
---·----· ------
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Artículo 249. --Deter:ninación de :;1 l"r,\!lpon-;abilidad 
249.2 Cuando el cumplimiento de las obligac::ion:-,s pr.,vistas e:i una disposición legal corresponda a varias 
personas conjuntamente, respond?.rán en forma sL>l ;~¿ria d~ las infracciones que, en su caso, se cometan, y de 
las sanciones que se impongan. -
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Mendoza Jancco, el señor Paul Mario Mendoza Quispe y la empresa Inversión 
Amazónico Menja E.I.R.L., por desarrollar actividades de mediana y gran minería sin 
contar con la certificación ambiental respectiva y la medida correctiva que se impuso en 
la citada resolución. 

Sala Especializada en Minería, Energía, 
Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 

·············~ ··························· 
CARLA LO!R · A PEGORARI RODRIGUEZ 

Vocal 
Sala Espe 1alizada en Minería, Energía, 

Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 
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